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1 Partes de este libro ya han sido publicadas, en versiones anteriores y menos actualizadas, en el libro 

electrónico Justiça de Transição e Democracia. Y los extractivos sirvieron de base para la elaboración de 

uno de los capítulos del informe sobre el seguimiento del cumplimiento de las obligaciones del Estado 

brasileño ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Este trabajo pretende reflexionar sobre el proceso transicional brasileño, con 

término inicial en la Ley de Amnistía Política desde 1979 hasta los días actuales. La 

transición del estado de excepción que vive Brasil al estado de derecho democrático puede 

establecerse en base a varios criterios. A los efectos de la reflexión aquí desarrollada, 

utilizaremos, como criterio, el que vino a denominarse "eje estructurante” (ABRÃO, 

2012) de la amnistía política en el proceso de transición nacional.  

Por ello, el primer análisis será el de la propia "Lei de Anistia Política" (Ley de 

Amnistía Política), la Ley 6.683, de 28 de agosto de 1979, que marca el inicio de la 

transición en 1979. Para establecer el último hito, sería necesario que la transición se 

hubiera completado, o al menos hubiera progresado lo suficiente. Bajo cierto aspecto, es 

cierto que hubo muchos avances, pero, como veremos, los retrocesos son tan 

significativos que haremos el análisis hasta 2021, el tercer año de los cuatro que 

componen el mandato del presidente Jair Bolsonaro, contumaz defensor de la dictadura 

cívico-militar. 

Después de un análisis jurídico-dogmático de la Ley 6.683/79, consideraremos 

brevemente el proceso de transición, tomando como base de legitimidad la propia 

Constitución Federal. Dado que el hilo conductor de toda la reflexión aquí desarrollada 

es la amnistía política, será muy importante analizar el papel de la "Comissão de Anistia" 

(CA - Comisión de Amnistía) sin olvidar, todavía, las otras comisiones estatales, a saber, 

"Comissão Especial de Mortos e Desaparecidos Políticos" (CEMDP - Comisión Especial 

de Muertos y Desaparecidos Políticos) y "Comissão Nacional da Verdade" (CNV - 

Comisión Nacional de la Verdad). 

Por último, señalaremos la fragilidad de la democracia brasileña, pues, a partir del 

mandato presidencial de Michel Temer, la Comisión de Amnistía se verá debilitada, 

circunstancia que se agravará con la elección de Jair Bolsonaro, profundizando lo que ya 

se perfilaba como una justicia transicional inversa (DE STUTZ E ALMEIDA, 2017). 
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1 - LA NATURALEZA JURÍDICA DE LA LEY DE AMNISTÍA 

POLÍTICA Y LA POSIBILIDAD DE RENDIR CUENTAS 

 

Este capítulo pretende demostrar que el debate sobre lo que, efectivamente, se 

amnistió en Brasil en 1979 ha sido conducido, desgraciadamente, de forma equivocada 

por la mayoría de los actores implicados. La pregunta también se ha formulado así: "¿qué 

hechos fueron olvidados por la amnistía política de 1979? O bien: "¿quién fue amnistiado 

en 1979? ¿Todos los implicados en los acontecimientos políticos, incluyendo a los 

torturadores, por ejemplo?” 

El malentendido de estas cuestiones es que parten del supuesto de la naturaleza 

jurídica de la amnistía política como la amnistía del olvido, y así, unos afirman que el 

alcance del olvido es limitado y otros que el alcance es ilimitado. Por ello, se elaboró un 

relato de las supuestas controversias de la Ley 6.683/79. 

El presente texto intenta demostrar que el debate más correcto es el que debe partir 

del análisis de la naturaleza jurídica de la Ley de Amnistía Política, porque tal definición 

nos protege de los malentendidos. Utilizaremos, por lo tanto, la tesis ya elaborada por 

nosotros (DE STUTZ E ALMEIDA, 2020), basada en François Ost (2005); donde 

buscaremos explorar algunos aspectos ya señalados en esta tesis, al analizar 

dogmáticamente la naturaleza jurídica de la amnistía política sostenida en el 

ordenamiento jurídico brasileño. Haremos correlación entre los temas de amnistía 

política, memoria, verdad y justicia para demostrar que, a diferencia de nuestros vecinos 

del llamado Cono Sur, la amnistía política brasileña es una amnistía de la memoria y no 

del olvido. Al final del capítulo, evaluaremos algunas consecuencias de esta clasificación, 

incluso para el establecimiento de un Estado Democrático de Derecho en Brasil. 

Al principio, es importante señalar que la naturaleza jurídica de una amnistía 

política puede ser de dos tipos: 1) amnistía de hechos u olvido; y 2) amnistía de condenas 

o memoria (OST, 2005: 172). En este texto argumentamos que la amnistía brasileña fue 

del segundo tipo: "en otras palabras, se trata de una tesis constitucional de resistencia a la 

idea, todavía hegemónica, de que la amnistía es siempre olvido; una tesis para vincular la 

amnistía política de 1979 con la memoria y la verdad" (DE STUTZ E ALMEIDA, 2020). 
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Para ello, se demostrará inicialmente que, a pesar de nuestro ordenamiento 

jurídico haber caracterizado la amnistía política de 1979, y sus resultados, como una 

amnistía de la memoria, paradójicamente el debate público desde entonces se ha dedicado 

a la construcción de la narrativa de la amnistía como olvido.  

A continuación se demostrará el equívoco de tal construcción, ya que la Ley 

6.683/79 pudo ser fruto de acuerdos políticos en el momento de su redacción, pero se 

caracterizó jurídicamente como una ley que abogaba por la memoria. La amnistía como 

anamnesis y no como amnesia. Tendrá destaque aquí la naturaleza jurídica del instituto 

de la amnistía, porque, al fin y al cabo, esta es exactamente la característica que debe 

buscarse (la naturaleza jurídica) de cualquier instrumento legal para evaluar cuales son 

las consecuencias de la aplicación del mismo instituto.  

Por lo tanto, es la naturaleza jurídica de la amnistía la que implicará el alcance de 

la misma y no las intenciones de quienes intervinieron en posibles acuerdos o intereses 

en su momento o posteriormente. Este es un análisis dogmático. También es necesario 

analizar la "Ação de Descumprimento de Preceito Fundamental n° 153" (ADPF - Acción 

por Infracción del Precepto Fundamental), sometida al Tribunal Supremo en abril de 

2010. Y es que, de nuevo, hay mucho ruido y malentendidos en torno a esta decisión, así 

como expectativas de todo tipo para la resolución de los recursos aún pendientes. 

Finalmente, se demostrará que la elección del legislador se configuró 

jurídicamente como una amnistía de las condenas y no de los hechos. Esta configuración, 

voluntaria y consciente, o no, convirtió la herramienta de amnistía política brasileña de 

1979, 1985, 1988 y 2002 en una amnistía política de la memoria y la verdad. Es esta 

naturaleza jurídica la que permite la reparación y la rendición de cuentas de quienes 

impusieron cualquier forma de violación de los derechos humanos como instrumento de 

persecución estatal por motivos políticos. Si la amnistía política regulada por la 

legislación constitucional o infraconstitucional en cualquiera de esos años hubiera sido 

de olvido, nunca podría haber siquiera reparación, pues los hechos, es decir, los sucesos 

de la persecución política habrían sido borrados de la historia. 

Es necesario encaminar correctamente el debate sobre la Ley de Amnistía a 

consecuencia de análisis de la naturaleza jurídica del instrumento de amnistía política en 

el caso brasileño, porque ignorar esta naturaleza jurídica convierte la discusión en una 

batalla de relatos, que es lo que viene ocurriendo en Brasil en los últimos años, y en 
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absolutamente nada colabora con una solución adecuada a las decisiones legislativas que, 

desde 1979, siguen siendo tomadas, y que siempre pretendieron llevar la pacificación a 

la sociedad brasileña. 

Una premisa muy importante para todo el análisis es la siguiente: la amnistía 

política, sea cual sea su naturaleza jurídica, es una norma de "todo o nada" (DWORKIN, 

2007). Vale decir: si es amnistía de los hechos, todos los hechos han sido olvidados; si es 

amnistía de las condenas, todas las condenas han sido borradas, aunque todos los hechos 

prevalezcan. No hay posibilidad de que se borren unos hechos y otros no; o que se borren 

unas condenas y otras no. Por eso es erróneo preguntarse por el alcance de la Ley de 

Amnistía porque, o se alcanza todo el universo (de hechos o de condenas, según la 

naturaleza jurídica), o no se alcanza nada. La amnistía es un instrumento jurídico que 

genera efecto de borrado de forma objetiva, es decir, es independiente de la interpretación. 

Por lo tanto, no es necesario preguntarse por su alcance. El ámbito de aplicación de la 

Ley 6.683/79 es el previsto en sus propios términos. Objetivamente. 

El debate sobre el alcance sólo confunde e impide la pacificación nacional. El 

debate correcto es sobre la naturaleza jurídica de la ley, porque con esta definición los 

efectos son los efectos jurídicos previstos para esa característica específica de la ley. 

Sin embargo, demostraremos cómo hemos llegado a este estado de cosas, a este 

debate estéril sobre el alcance de la Ley 6.683/79. Lo que ha ocurrido y sigue ocurriendo 

en Brasil es una verdadera guerra de relatos: uno que prescinde de la naturaleza jurídica 

del derecho, y que, por lo tanto, sólo sirve para agudizar los ánimos, polarizar y 

malinterpretar la aplicación de las normas jurídicas; y otro que parte de la naturaleza 

jurídica del derecho, y que sirve para la pacificación nacional, pero que lamentablemente 

ha sido olvidado. 

 

1.1 La narrativa política no está en sintonía con las normas jurídicas: la amnistía 

como olvido 

En 1979 el contexto social era de demanda, de una parte de la población, de una 

amnistía amplia, general y sin restricción, debido a la existencia de presos políticos 

condenados en los "Inquéritos Policiais Militares" (IPM - Investigaciones de la Policía 

Militar) así como de exiliados políticos. A partir del "Ato Institucional" n° 2 (AI-2 - Acto 
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Institucional), del 27 de octubre de 1965, se entiende que la jurisdicción de la Justicia 

Militar fue ampliada y todos los actos considerados crímenes políticos, es decir, todos los 

crímenes contra el Estado y el orden político y social pasaron a ser juzgados por la Justicia 

Militar. De este modo, todos y cada uno de los actos considerados subversivos eran 

apreciados por las Juntas Militares, que casi siempre confirmaban la pena de prisión. 

También es importante mencionar que la pena de destierro volvió al sistema jurídico 

brasileño después del AI-5, como una forma de endurecimiento del régimen autoritario. 

No nos corresponde aquí detallar los procesos judiciales de aquella época, ni 

evaluar la dictadura que siguió al golpe de Estado de 1964. No obstante "es fundamental 

reiterar que el supuesto básico para cualquier discusión sobre las cuestiones de la 

llamada justicia transicional es precisamente el hecho de que Brasil estuvo bajo un 

estado de excepción a partir del año 1964" (DE STUTZ E ALMEIDA, 2019). En este 

sentido, a partir de 1975, con las numerosas detenciones y exilios, se crearon varios 

"Comitês Brasileiros de Anistia" (CBAs - Comités Brasileños de Amnistía) para tratar de 

articular una lucha política para tener una ley de amnistía en Brasil. En 1979, se 

sometieron a votación en el Congreso Nacional dos proyectos de ley; uno de la oposición, 

que preveía la amnistía sin excepciones, y otro del gobierno, que ganó y se convirtió en 

la Ley 6.683/79. 

Con esta ley, que tenía excepciones para los delitos no amnistiados, muchos 

brasileños pudieron regresar al País, así como muchos otros fueron liberados de la cárcel. 

El periodo autoritario, sin embargo, aún estaba lejos de terminar y, por lo tanto, no había 

forma de iniciar la transición hacia el Estado de Derecho. A pesar de la norma legal, el 

ambiente político era de un intento de formular una especie de acuerdo nacional basado 

en el olvido para permitir una apertura democrática. En otras palabras, 

independientemente de la naturaleza jurídica de la amnistía política que tuvo lugar en 

1979, parece que hubo una intención, tanto del régimen militar como de sectores de la 

sociedad civil, de borrar los hechos ocurridos durante la dictadura, o al menos todos los 

hechos ocurridos antes del 28 de agosto de 1979, fecha de promulgación de la Ley 

6.683/79. Esta intención se mantiene hasta nuestros días, como se demostrará. Cabe 

destacar que tal intención está en disonancia con la naturaleza jurídica de la Ley de 

Amnistía. 

La Ley de Amnistía, como se conoció, cumplió sus efectos legales, es decir, 

permitió que los despedidos por motivos políticos volvieran a trabajar, liberó a los que 
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estaban encarcelados y permitió que los que estaban en el exilio regresasen al territorio 

nacional. Aún así, en aquella época, había censura en los medios de comunicación y las 

autoridades constituidas negaban a diario tanto la existencia de la dictadura como las 

graves violaciones de los derechos humanos. El silencio se impuso permanentemente en 

toda la sociedad brasileña y ni siquiera hubo debate público sobre la dictadura, y mucho 

menos sobre cómo salir de ella. Quizá este ambiente ha sido suficiente para crear la 

ilusión de que la Ley 6.683/79 era una ley de olvido, de borrado de los hechos. Tal vez 

esta fuese la intención, tanto de las autoridades como de los parlamentarios, cuando 

votaron a favor. 

Una gradual y lenta apertura política fue lo que siguió, y culminó con la 

convocatoria de la Asamblea Constituyente mediante la “Emenda Constitucional 26/85” 

(EC - Enmienda Constitucional), que reiteró y amplió la amnistía concedida por la Ley 

6.683/79. Volveremos a este momento en el próximo tema. Para entender la narrativa que 

se construyó, por ahora basta con señalar que en 1979 hubo un primer momento de 

amnistía con el discurso del olvido y cuando se convocó la Asamblea Constituyente, de 

nuevo, la misma narrativa de borrado de los hechos. Obsérvese que había que intentar, 

otra vez, borrar los hechos, precisamente porque no se habían borrado. Sin embargo, esta 

sutileza no se percibió en su momento y se impuso la política del olvido. 

Es interesante observar que los países vecinos del Cono Sur hicieron leyes de 

autoamnistía que efectivamente borraron los hechos ocurridos, es decir, en esos casos se 

trató de una política y legislación de olvido de hecho y de derecho. Esto creó la sensación 

de que todos los países latinoamericanos que habían experimentado regímenes 

autoritarios tenían la misma política de amnistía como olvido, todavía, sin un examen más 

preciso de la legislación brasileña. 

Cuando se estaba redactando el texto que se convertiría en la Constitución Federal 

de 1988, aunque el gobierno ya no era ejercido por un militar, el ambiente político seguía 

siendo de temor a que la dictadura pudiera volver en cualquier momento, si no se 

controlara esa apertura lenta, gradual y segura. Así, aunque ya no se ejercía la censura y 

el ambiente nacional era de celebración democrática, prevalecía una especie de acuerdo 

tácito para no hablar de la dictadura, como si se hubiera olvidado o ni siquiera hubiera 

ocurrido. Muchas fueron las autoridades que llegaron a declarar que en Brasil nunca se 

había producido una dictadura. 
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A través de todo este contexto, se creó una narrativa, una construcción 

argumentativa de que Brasil tuvo un período un poco más autoritario de lo deseable, pero 

que había sido un mal menor, o un mal necesario, y que era imprescindible un pacto 

nacional para borrar esta memoria. Este pacto sería precisamente la nueva Constitución, 

anclada en el entorno político tanto de la Ley 6.683/79 como de la EC 26/85. Esta 

construcción sigue siendo hegemónica hasta hoy. 

Observemos, por ejemplo, la lógica contenida en parte de una de las respuestas de 

la entrevista que el general Etchegoyen concedió a principios de noviembre de 2020 al 

portal de noticias UOL, comentando el gobierno de Dilma Roussef: "aislaron a los 

militares, nos faltaron al respeto, montaron una Comisión de la Verdad claramente 

reivindicativa, afrentaron la ley para usurpar claras atribuciones de los mandos 

(subrayado nuestro)". ¿Por qué un General afirma que una Comisión Estatal, creada por 

ley, fue un montaje? Exactamente porque dentro de la lógica del olvido no sería 

conveniente ninguna Comisión de la Verdad. ¿La verdad sobre qué, si no pasó nada? Si 

hubo olvido, borrado, no hay nada que investigar. Es coherente y lógico que si los hechos 

fueron borrados, olvidados, no hay nada que recordar, nada que contar, nada que registrar, 

salvo como puesta en escena. No hay ni siquiera que reparar. Porque los hechos han sido 

borrados, como si nunca hubieran ocurrido. 

Es importante entender que no hay nada nuevo en este entendimiento del General 

Etchegoyen. Veamos: más de veinte años después de la promulgación de la Constitución, 

a finales de 2009, se produjo una grave crisis en el entonces segundo mandato del 

presidente Lula, protagonizada por dos de sus ayudantes: el Ministro de Defensa, Nelson 

Jobim, y el secretario especial de Derechos Humanos, con estatus de Ministro de Estado, 

Paulo Vannuchi, en relación con el lanzamiento de la tercera parte del "Programa 

Nacional de Direitos Humanos" (PNDH3 - Programa Nacional de Derechos Humanos). 

La prensa divulgó entonces que tanto el Ministro de Defensa como los Mandos Militares 

informaron de que dimitirían de sus cargos, si se ponía en marcha una Comisión de la 

Verdad, como estaba previsto en las actuaciones del PNDH3. Dijeron que no aceptarían 

una Comisión que investigara a los militares, pero que no investigara a los militantes de 

izquierda que actuaron como terroristas durante la dictadura.  

Tras acalorados debates, la solución política fue rehacer el PNDH3 para excluir, 

entre otros puntos, la creación de la Comisión de la Verdad, consolidando así la política 

pública de olvido y reforzando la ilusión de que la Ley 6.683/79 había sido una ley que 
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borrara los hechos. Nótese que la reformulación del PNDH3 fue una decisión política y 

no una imposibilidad legal motivada por la Ley de Amnistía. No se valoró jurídicamente 

el impedimento de la creación de una Comisión de la Verdad, es decir, no se consideró 

jurídicamente la imposibilidad de esclarecer la verdad motivada por el olvido de los 

hechos. 

En resumen: el entendimiento político en 1979 fue crear una ley que borraba los 

hechos ocurridos antes de su promulgación, lo que impediría cualquier intento de 

reparación, memoria o verdad sobre el periodo. Y el mismo entendimiento político 

persiste hasta hoy, entendiendo que lo que ocurrió en Brasil en el período entre 1964 y 

1979 no puede ser recordado, reparado o responsabilizado, porque fue olvidado. Los 

hechos se habían borrado. 

Esta es la narrativa política que se construyó y se sigue defendiendo. Si la Ley de 

Amnistía hubiera sido una ley de olvido, de amnesia, el relato político sería compatible 

con la realidad jurídica. Pero no es así, como se demostrará. 

 

1.2 El relato jurídico: la amnistía como memoria, verdad y reparación 

Es importante contextualizar que hubo una demanda de sectores de la sociedad 

civil brasileña para lo que se llamó una amnistía amplia, general y sin restricciones. El 

objetivo principal era permitir el regreso de los brasileños en el exilio, así como liberar a 

los presos políticos y sacar de la clandestinidad a los perseguidos por las fuerzas de 

represión. El Gobierno presentó un proyecto de ley que sufrió varias enmiendas y 

propuestas de sustitución. El ambiente político era muy tenso y los debates acalorados. 

El propio partido político del gobierno, ARENA, no tenía un consenso sobre qué tipo de 

amnistía se debía proponer (con o sin excepciones).2 

Además, no estaba claro si los términos propuestos en el proyecto que se convirtió 

en la Ley 6.683/79 significaban olvido o memoria. Hubo grupos de defensores de los 

derechos humanos que argumentaron que, aunque la amnistía fuera un olvido y fuera 

inviable exigir responsabilidades a los torturadores, la propuesta de una amnistía política 

para salvar a los entonces presos políticos y permitir el regreso de los exiliados merecía 

                                                           
2 http://memorialdademocracia.com.br/card/votacao-de-anistia-parcial-racha-a-arena 

http://memorialdademocracia.com.br/card/votacao-de-anistia-parcial-racha-a-arena
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la pena. Y hubo quienes afirmaron que la votación final, aunque estrecha (la diferencia 

fue de sólo 5 votos), creando la excepción para los condenados por terrorismo y otros 

delitos, fue el resultado de un acuerdo nacional destinado a la pacificación (FICO, 2010). 

El contexto de la época, por lo tanto, era de intensa disputa política. Disputa, 

incluso, por la narrativa que empezaba a construirse acerca de qué tipo de amnistía 

política se votaba en el Parlamento. No obstante, debemos analizar los instrumentos 

jurídicos utilizados en ese momento histórico. La intención de los parlamentarios, la 

pretensión de los militares gobernantes, un eventual acuerdo entre sectores de la sociedad 

civil y el parlamento, nada de eso es relevante para caracterizar jurídicamente el instituto 

de la amnistía política, pues su naturaleza dependerá de sus términos objetivamente 

consagrados en el texto legal y aplicados a lo largo de los años. Este análisis se tornará 

aún más fuerte con la llegada de la Constitución Federal de 1988 y la interpretación del 

“Supremo Tribunal Federal” (STF - Tribunal Supremo) de que la Ley 6.683/79 sigue 

vigente porque la amnistía política era uno de los pilares de la propia Constitución 

Federal. 

Por lo tanto, es necesario analizar la naturaleza jurídica de la Ley de Amnistía 

Política. Y para entender la naturaleza jurídica de la Ley de Amnistía brasileña, 

volveremos a la clasificación de las dos posibilidades que defiende Ost (2005: 172), 

recordando lo que el autor belga enseña sobre las amnistías políticas:  

Se dividen en amnistía de penas y amnistía de hechos. La amnistía menor, que interviene 

después de la condena, interrumpe la ejecución de las penas y borra la condena; sin 

embargo, al menos el proceso se produjo en su momento, rindiendo así un homenaje a la 

memoria. En cambio, la amnistía de los hechos extingue la acción pública, por considerar 

que los hechos no han sido delictivos. En este punto, el efecto de la actuación judicial 

alcanza su cúspide: se actúa como si el mal no hubiera ocurrido; se reescribe el pasado y 

se impone el silencio en la memoria. 

 

Así, una ley de amnistía política puede ser una amnistía para las condenas o puede 

ser una amnistía para los hechos. La amnistía política de la Ley 6.683/79 era una amnistía 

de las penas, de las condenas y no de los hechos, incluso en la excepción prevista. 

Empecemos por la excepción: 

Art. 1 Se concede amnistía a todos los que, en el período comprendido entre el 2 de 

septiembre de 1961 y el 15 de agosto de 1979, cometieron delitos políticos o conexos, 

delitos electorales, a los que tenían suspendidos sus derechos políticos y a los servidores 

de la Administración Directa e Indirecta, de fundaciones vinculadas al poder público, a 

los Servidores de los Poderes Legislativo y Judicial, a los Militares y a los dirigentes y 
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representantes sindicales, sancionados en base a Actos Institucionales y 

Complementarios. 

(...) 

§ 2 - Quedan exentos de los beneficios de la amnistía quienes hayan sido condenados por 

delitos de terrorismo, asalto, secuestro y atentado contra la persona. (subrayado nuestro) 

 

Si la amnistía hubiera sido de olvido, es decir, amnistía política de los hechos, la 

excepción debería haber dicho que la excepción era para los actos de terrorismo, asalto, 

secuestro y atentado personal, y no para los condenados por dichos actos. En rigor, si lo 

que se pretendía era amnistiar los hechos con excepción de la práctica del terrorismo, el 

asalto, el secuestro y el atentado personal, se debía haber redactado una ley mucho más 

simple y directa, ya que hubiera dicho que había amnistía para todos los hechos ocurridos 

antes de su promulgación, con excepción de los actos mencionados. No se habría regulado 

nada más, ya que no podría haber ninguna forma de reparación, como la reincorporación 

a las actividades laborales para el servicio público civil y militar (art. 2). 

Asimismo, obsérvese lo dispuesto en el artículo 6, que trata de la declaración de 

ausencia 

Art. 6 - El cónyuge, cualquier pariente, o familiar, en línea recta, o en línea colateral, o el 

Ministro Público, podrán solicitar la declaración de ausencia de una persona que, 

involucrada en actividades políticas, se encuentre, hasta la fecha de entrada en vigor de 

esta Ley, ausente de su domicilio, sin tener noticias de él por más de 1 (un) año. 

§ 1 - En la petición, el peticionario, demostrando su legitimidad, deberá ofrecer una lista 

de al menos 3 (tres) testigos y los documentos relacionados con la desaparición, si los 

hubiera. (subrayado nuestro) 

 

Ahora bien, si la ley impusiera el olvido, tendría que ser necesariamente el olvido 

de los hechos. Y el hecho regulado en esta disposición es la desaparición. Borrar la 

desaparición significa afirmar que no hubo desaparición. Al menos no hubo ninguna 

desaparición antes de la promulgación de la ley. Así, siguiendo un razonamiento de lógica 

formal, es posible construir la siguiente afirmación: si alguien desapareció realmente, 

pero se promulga una ley que impone que este hecho no ocurrió a todos los efectos 

legales, la ausencia debe tener su término inicial con la promulgación de la ley, es decir, 

agosto de 1979.  

En otras palabras: si la condición (el acuerdo político que se habría materializado 

en la Ley de Amnistía) hubiera impuesto la consecuencia (el entendimiento jurídico de 
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que los hechos ocurridos con anterioridad a la ley fueron borrados) el hecho 

"desaparición" solamente podría surgir después de la promulgación de la ley por 

presunción absoluta, es decir, la ausencia sólo podría caracterizarse a partir de agosto de 

1979. 

Pero esta no era la disposición de la Ley 6.683/79. Por el contrario, la disposición 

reproducida exige la prueba del hecho "desaparición" con testigos y documentos para 

hacer viable la declaración de ausencia. Si la propia ley exige la prueba de los hechos, es 

porque presupone que se han producido. Además, la condición explicada anteriormente 

no podría existir sin generar consecuencias legales. Esto demuestra que la ley no 

incorporó en su texto ningún acuerdo, ninguna condición y, por lo tanto, no puede generar 

ningún efecto legal a partir de una condición inexistente.  Luego, se puede afirmar que la 

Ley de Amnistía requiere la memoria de los hechos para que surta efecto. 

Es exactamente el contrario de lo que pretendía el régimen autoritario cuando 

construyó la narrativa del olvido. La norma legal de 1979 se caracterizó, por sus 

términos, como una amnistía política de la memoria y la verdad. Fue una amnistía de 

anamnesis, y no de amnesia. Fue una amnistía exclusivamente de condenas y no de 

hechos. 

Y por eso durante muchos años ha sido posible la reparación. Si se hubieran 

borrado los hechos, como se ha visto, no hubiera sido posible la reincorporación a la 

función pública civil o militar (art. 2), ni la reincorporación de los trabajadores del sector 

privado, despedidos por huelga (art. 7) y ni siquiera la declaración de ausencia en 

términos distintos a los regulados por el Código Civil de la época (art. 6). 

En otras palabras: si la Ley 6.683/79 hubiera concedido la amnistía a los hechos, 

tendría que declarar que los hechos ocurridos hasta la fecha de su promulgación no 

hubieran ocurrido. Así, quien fue encarcelado, despedido o exiliado el 29 de agosto de 

1979 debería haber vuelto al status quo ante, es decir, liberado, con empleo y residiendo 

en el territorio nacional, porque todos los hechos fueron borrados de la historia brasileña 

con el advenimiento de la Ley. Quien desapareció, habría desaparecido (por ficción legal) 

el 28 de agosto de 1979, y a partir de entonces, con las normas del Código Civil en vigor, 

se podrían empezar a computar los plazos de las disposiciones de la declaración de 

ausencia. 
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En resumen, la explicación es bastante sencilla: hay solamente dos posibilidades 

para la naturaleza jurídica de una amnistía política: 1) amnistía de hechos; 2) amnistía de 

condenas. La Ley 6.683/79 pertenece al segundo tipo. Esta es también la razón obvia por 

la que la reparación es posible. Es únicamente la memoria lo que torna posible la 

reparación. El olvido impide la reparación, al igual que impide la responsabilidad y la 

verdad. 

Hay, sin embargo, que destacar la eficacia de la narrativa creada acerca de una ley 

que impuso el olvido. Esta narrativa, hay que repetirlo, sigue siendo hegemónica en 

Brasil. Y por eso existe la sensación de que la ley debería haber borrado los sucesos 

hediondos ocurridos en Brasil durante el periodo del estado de excepción. Son hechos tan 

bárbaros y crueles que no deberían haber ocurrido. Sí ocurrieron, la legislación debe 

imponer el silencio, borrarlos. Si esta era la intención de los legisladores y las autoridades 

en 1979 y los años siguientes, esta intención no se ha traducido en el sistema legal. 

La interpretación jurídica ha de hacerse a partir de la legislación, así como de los 

efectos jurídicos por ella generados, y no de un supuesto contexto histórico totalmente 

ajeno a la norma jurídica. A consecuencia se pudo reparar, ya en 1979 y años posteriores, 

así como, años más tarde, instalar una Comisión Nacional de la Verdad como Comisión 

de Estado, que cumplió su función legal de elaborar un informe sobre los hechos ocurridos 

durante la dictadura. Los hechos no se borraron y, en contra de la narración explicada en 

el punto anterior, se recordaron y registraron.  

Hay otros argumentos que demuestran que la amnistía política brasileña es una 

amnistía de la memoria y no del olvido. Veamos la legislación posterior a la Ley 6.683/79: 

como se ha dicho, en 1985 se convocó la Asamblea Constituyente a través de la Enmienda 

Constitucional nº 26. Esta Enmienda establece disposiciones sobre la Asamblea 

Constituyente en los tres primeros artículos. Los artículos 4 (y sus apartados) y 5 regulan 

la amnistía política, con el mismo espíritu que la Ley 6.683/79, en los siguientes términos 

"Se amnistía a todos los servidores públicos civiles de la administración directa e indirecta 

y a los militares sancionados por actos de excepción, institucionales o complementarios" 

(subrayado nuestro). 

¿A quién se le concedió la amnistía? A los que habían sido castigados. Es decir, 

la enmienda 26/85 confirma la amnistía como memoria, como anamnesis y no como 

olvido. Amnistía de penas, de sanciones, y no de hechos. Podría argumentarse lo 
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contrario, ya que el § 1 de este mismo art. 4 establece dicha amnistía de forma amplia y 

sin restricciones cuando menciona los delitos conexos:  

§ 1 También se concede la amnistía a los autores de delitos políticos o conexos, y a los 

dirigentes y representantes de sindicatos y organizaciones estudiantiles, así como a los 

funcionarios o empleados que hayan sido despedidos o cesados por motivos 

exclusivamente políticos, basándose en otros diplomas legales. 

 

El texto legal presupone que el mismo tratamiento dado al delito político debe 

darse al delito conexo, sea cual sea el concepto de delito conexo. Si esta amnistía política 

hubiera sido de olvido, de amnesia, se habría producido una amnistía para los hechos. Es 

decir, si los hechos se hubieran olvidado, necesariamente habría que "borrar el mal", 

como si nunca hubiera ocurrido. En este caso, los autores de los delitos políticos y 

conexos habrían sido amnistiados y, por tanto (como consecuencia lógica) los hechos 

habrían sido borrados; como si nunca hubieran ocurrido. Así (otra consecuencia lógica), 

no sería posible investigar/procesar a nadie porque todos habrían sido amnistiados en 

1979. 

¿Por qué este razonamiento es jurídicamente incoherente? Porque parte de la 

premisa de que la amnistía de la Ley 6.683/79 fue de olvido y no de memoria. Habría 

sido, según esta lógica, el borrado del mal. Amnistía para los hechos. Como si nunca 

hubieran ocurrido. Pues bien, si nunca se produjeron, no pueden dar lugar a ningún tipo 

de reparación, ya que la reparación requiere la prueba de la ocurrencia de los hechos.  

Ocurre que, teniendo empezado en el año de 1979, las persecuciones (prisión, 

destierro, exilio, despido y cualquier otra) siguen siendo reparadas. Los que fueron 

despedidos por motivos políticos, por ejemplo, solicitaron y obtuvieron la 

reincorporación a sus puestos de trabajo. Los que fueron encarcelados o exiliados han 

sido liberados o han regresado a Brasil, caracterizándose como antiguos presos políticos 

o exiliados. Los hechos se recuerdan. El mal no se ha borrado. Todo el mundo se refiere 

al periodo que ha empezado en 1964 como dictadura, y no como un periodo de 

normalidad democrática. Los hechos no se han borrado. Lo que ocurrió no se ha olvidado 

y ni puede haber, por determinación legal. 

Así que, la única conclusión lógica posible es que tanto la Ley 6.683/79 como la 

Enmienda 26/85 establecieron una amnistía política de la memoria, de la anamnesis, 

porque fueron amnistías políticas de las penas, de las sanciones, y no de los hechos. 



 17 

En el momento de la redacción de la Constitución, la elección de los 

constituyentes brasileños, para llevar a cabo el proceso transicional, recayó en las 

dimensiones de la reparación, la memoria y la verdad, de nuevo a través de la amnistía 

política, como se desprende del caput del artículo 8º del "Ato das Disposições 

Constitucionais Transitorias" (ADCT - Acto de Disposiciones Constitucionales 

Transitorias): 

Art 8º. Se concede la amnistía a quienes, en el período comprendido entre el 18 de 

septiembre de 1946 y la fecha de promulgación de la Constitución, fueron afectados por 

actos excepcionales, institucionales o complementarios de excepción por razones 

exclusivamente políticas, a los amparados por el Decreto Legislativo Nº 18 de 15 de 

diciembre de 1961 y a los afectados por el Decreto Ley Nº 864 de 12 de septiembre de 

1969, En el período de inactividad, los ascensos se aseguraron en el cargo, empleo, grado 

o graduación que les correspondería si estuvieran en servicio activo, observando los 

períodos de permanencia en el servicio activo establecidos en las leyes y reglamentos 

vigentes, respetando las características y peculiaridades de la carrera de los funcionarios 

públicos civiles y militares y observando los respectivos regímenes jurídicos. 

 

Una vez más se amnistiaron las penas, consecuencias, condenas, sanciones 

penales, laborales y cualesquiera otras que pudieran derivarse de la persecución política. 

Obsérvese que, como reglamentación de esta disposición constitucional, la Ley 10.559/02 

posibilita incluso el retorno a los estudios de quienes fueron expulsados por persecución 

política. Esto demuestra que la amnistía constitucional era y es, como en 1979 y 1985, de 

penas y no de hechos. El propio diputado Ulises Guimarães, al promulgar la Constitución, 

se refirió al odio y al asco de la dictadura. Ahora bien, si hubiera habido amnistía de los 

hechos no podría referirse a la dictadura en 1988, porque habría sido borrada; olvidada 

en 1979. Pero la amnistía política en Brasil fue sólo de sanciones. Era y es la memoria y 

no el olvido. 

Otra conclusión necesaria con la afirmación de que solamente se amnistiaron las 

condenas es la siguiente: sólo se amnistiaron los condenados/despedidos antes de la Ley 

6.683/79; no se amnistiaron los que ni siquiera fueron investigados o procesados, como 

algunos torturadores, por ejemplo.  

 

1.3 El binomio memoria/verdad y reparación 

 Si la amnistía política brasileña fue una amnistía de la memoria, vale la pena 

considerar el significado del binomio memoria/verdad para entender las consecuencias 
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de esta clasificación. Este es uno de los mecanismos de la mencionada justicia 

transicional, y no es la mera recopilación de memorias individuales o familiares de 

acontecimientos adversos. Pero es la versión de los perdedores en esa lucha, la verdad de 

los vencidos, revivida, redimensionada y, principalmente, resignificada en el momento 

presente. La verdad es objetiva mientras que la memoria es subjetiva. 

 Construir otra memoria, que resignifique una postura de valorización de la vida, 

la igualdad y la libertad, y que se levante contra la represión y el autoritarismo, es uno de 

los objetivos de este fundamento. Mucho se ha producido en Brasil sobre este binomio, 

especialmente en virtud de la ley que creó la Comisión Nacional de la Verdad, Ley 

12.528/11. Hasta este momento ya se había realizado una importante producción sobre el 

tema, como resultado de las acciones y testimonios tanto de los resistentes/supervivientes 

del régimen dictatorial como de los familiares de los políticos muertos y desaparecidos.  

Por cierto, los hitos jurídicos del proceso transicional brasileño hacen la misma 

elección al destacar el binomio memoria/verdad y también la dimensión de la reparación. 

Son ellos: la Ley 6683/79 (Ley de Amnistía); la Enmienda Constitucional 26/85 (convoca 

una asamblea constituyente y amplía la amnistía de 1979); la propia Constitución Federal 

(en particular, el artículo 8 del ADCT); la Ley 940/95 (crea la Comisión Especial de 

Muertos y Desaparecidos Políticos); la Ley 10559/02 (crea la Comisión de Amnistía) y, 

finalmente, la Ley 12528/11 (crea la Comisión Nacional de la Verdad). Examinemos estas 

normas más detenidamente. 

Sobre el contexto normativo, ya hemos visto que tanto la Ley 6.683/79 como la 

EC 26/85 afirman la memoria, la verdad y la reparación y que la Constitución Federal 

impuso un proceso de transición basado en la reparación, la memoria y la verdad. Con la 

Ley 9.140/95, por primera vez, el Estado brasileño asumió la responsabilidad por las 

muertes y desapariciones de ciudadanos brasileños, dando secuencia al proceso 

constitucional de transición. Cabe destacar que una vez más está presente el binomio 

memoria/verdad, ya que las familias necesitaban probar los hechos ocurridos para que sus 

seres queridos fueran reconocidos como asesinados por el Estado represor, teniendo así 

derecho a una reparación tanto económica como documental, con certificados de 

defunción y otras gestiones. 

Sigamos, pues, con las mismas dos posibilidades: 1) si la Ley de Amnistía hubiera 

sido una ley de olvido, de borrado de los hechos, sería jurídicamente imposible probar 
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que alguien murió o desapareció por persecución del Estado brasileño por motivos 

políticos. Estos hechos habrían sido borrados por la ficción legal y ya no podrían ser 

recuperados; 2) al ser la Ley de Amnistía una ley de memoria, es perfectamente 

compatible y pertinente que se exija la prueba de los hechos y el nexo causal de la 

desaparición de la persona con las acciones de persecución del Estado por motivos 

políticos para tener una reparación. Nadie impugnó la inconstitucionalidad o ilegalidad 

de la Ley 9.140/95 alegando incompatibilidad con la Ley 6.683/79, pero si la Ley de 

Amnistía hubiera sido una ley de olvido, debería imponerse esta incompatibilidad. Al fin 

y al cabo, ¿cómo sería posible probar la persecución del Estado si tales hechos nunca se 

produjeron (ya que habrían sido borrados por determinación legal)? 

Por el contrario, la Ley 9.140/95 produjo sus efectos y sigue haciéndolo, ya que 

la Comisión Especial de Muertos y Desaparecidos Políticos sigue actuando, aunque, eso 

sí, con contornos algo disminuidos posteriormente al año de 2019. Sin embargo, entre 

1995 y 2019, muchas fueron las iniciativas de esta Comisión en el sentido de revelar la 

verdad de los hechos ocurridos con los muertos por responsabilidad del estado de 

excepción, y ello, a pesar de los diversos intentos de descalificación de la Comisión, 

dentro de la lógica narrativa de tratar de imponer el olvido.  

La siguiente norma legal era precisamente la que regulaba la disposición 

constitucional de la transición, el artículo 8 del ADCT. Trata de la Ley 10.559/02, que 

creó la Comisión de Amnistía para llevar a cabo la reparación integral, incluyendo 

acciones de memoria y verdad. Según sus disposiciones, existen dos posibilidades en 

materia de reparación económica: la reparación económica en una sola cuota, calculada 

según la propia ley como equivalente a treinta salarios mínimos por año o fracción de 

persecución política, limitada a un tope de cien mil reales; y la reparación económica en 

una cuota mensual, permanente y continua, en los casos de pérdida de actividad laboral. 

Además de estos dos tipos de reparación económica, la Ley 10.559/02 también 

prevé expresamente la posibilidad de volver a matricularse en un curso que había sido 

interrumpido debido a la persecución política (art. 1, IV), en una institución pública del 

lugar donde la persona amnistiada residía en el momento de la decisión de la Comisión 

de Amnistía. Además de dejar abierta la posibilidad de otras formas de reparación, que 

se practicaron durante algunos años, como cambios en el registro público (adición del 
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nombre del padre, por ejemplo)3 y otras acciones, con énfasis en las Clínicas de 

Testimonio, consideradas una de las políticas más bellas y exitosas de la Comisión.  

 La política constitucional de transición del Estado Federal implica, sobre todo y 

más allá de los fondos que recibirán las personas, la asunción del error del Estado 

brasileño por haber perseguido a sus propios ciudadanos por sus opiniones y posiciones 

políticas. Es el ¡nunca más! Es la memoria de los hechos. De lo contrario, no se podría 

hablar de persecución política. Si hubiera habido olvido, amnistía de los hechos, 

necesariamente no habría forma de asumir la persecución política. 

Además, como complemento de cada declaración de amnistía política, la 

Comisión de Amnistía procedió a la disculpa oficial del Estado brasileño por las 

persecuciones infligidas a esa persona y a su familia. Cabe destacar que esta petición no 

se dirigía sólo a esa persona o familia, sino a toda la sociedad brasileña. Fue una verdadera 

garantía para la sociedad brasileña que se estaba constituyendo en ese momento: que el 

Estado nunca más perseguiría a sus ciudadanos.  

No es por otra razón que este momento fue siempre el más solemne de las sesiones 

de la Comisión, y el más conmovedor. Y es significativo que este momento tan importante 

no esté previsto legalmente en ninguna parte. En otras palabras, es parte de la reparación 

que el Estado debe no sólo a ese individuo concreto, sino a toda la sociedad brasileña.  

Era parte del cumplimiento de la política de transición consagrada en la 

Constitución, una política de Estado, y significaba el reconocimiento de que, en ese caso 

concreto, el Estado brasileño actuaba mediante actos de excepción en relación con un 

ciudadano brasileño, y al hacerlo perseguía a la propia sociedad brasileña en su conjunto. 

Por eso debe una reparación, que incluye, a pesar de otras particularidades del caso, la 

petición de perdón como garantía de no repetición. 

Lamentablemente, uno de los enormes retrocesos que enfrenta el proceso 

transicional brasileño es el fin del pedido de indulto, deliberado por la Comisión de 

                                                           
3   El caso de Eduarda Crispim Leite, que obtuvo el derecho a tener el nombre de su padre biológico, 

Eduardo Leite, conocido como Bacuri, en su registro de nacimiento, a partir de la solicitud de amnistía de 

su madre, Denise Peres Crispim, según el voto publicado en LIVRO DOS VOTOS DA COMISSÃO DE 

ANISTIA: verdade e reparação aos perseguidos políticos no Brasil. Brasília: Ministério da Justiça; 

Florianópolis: Instituto Primeiro Plano, 2013. 
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Amnistía cuando aún era parte del Ministerio de Justicia, en una sesión administrativa en 

abril de 2018. 

Frente a la exitosa y hegemónica política del olvido, es importante reiterar, una 

vez más, que sólo cabe pensar en la reparación si los hechos no han sido borrados. Y no 

fueron. Son, incluso, requisitos de prueba para que se conceda la declaración de 

amnistiado político. Es una prueba más de que la amnistía política en Brasil fue de 

memoria, verdad y reparación, y no de olvido. Las de 1979, 1985, 1988 y su reglamento, 

que es la Ley 10.559/02. 

En absolutamente todas las situaciones se recuperan los hechos. No fueron 

borrados. Por el contrario, los hechos deben ser recuperados y demostrados para dar lugar 

a la reparación. Ahora bien, si los hechos se pueden probar es porque no se han borrado. 

Las condenas y sanciones han sido borradas. La amnistía como memoria. 

Finalmente, llegamos al último hito legal mencionado, que es la Ley 12.528/11, 

que creó la Comisión Nacional de la Verdad. Para una mejor comprensión, vale la pena 

detallar la coyuntura de la primera década de este siglo, porque es una coyuntura que pone 

de manifiesto esta paradoja de querer imponer una política hegemónica de olvido y, al 

mismo tiempo, establecer normas jurídicas de memoria, verdad y reparación. Antes, 

todavía, cabe reflexionar si esta política de olvido no podría implicar un enorme riesgo 

para la democracia que los poderes públicos decían estar construyendo: 

Así, parece que la democracia debe protegerse permanentemente de dos peligros 

opuestos: la exacerbación del conflicto o su ocultación. En el primer caso, sin acuerdo 

sobre una regla de juego común, sin referencia a un mínimo de valores compartidos, el 

partido degenera y conduce a la exclusión o a la destrucción del adversario, que es tratado 

entonces como el "enemigo": privado del mínimo de confianza que presupone la promesa 

que vincula el futuro, el juego político se estrecha. Por el contrario, cuando se ocultan las 

diferencias de intereses y se minimiza la oposición tras un consenso de fachada, existe 

un gran riesgo de que se desarrollen futuros focos de violencia. Este es, sin duda, uno de 

los riesgos actualmente vinculados a la instauración, en todo el mundo, de la "democracia 

de mercado" y del pensamiento único que la acompaña. (subrayado nuestro). (OST: 2005, 

p. 315) 

 

En este sentido, para servir a esa democracia de mercado, debía prevalecer la 

política hegemónica del olvido, y, para eso, era necesario ocultar los conflictos. El 

resultado no fue bueno, como veremos a continuación. 

Volvamos a la crisis referida al segundo mandato de Lula, en 2009: habían 

comenzado las campañas presidenciales y su entonces ministra de Estado, Dilma 
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Rousseff, ya era candidata a suceder al presidente Lula. Ella misma, y es importante 

subrayarlo en este contexto, fue miembro de grupos de lucha armada contra la dictadura, 

y aun condenada en las instancias militares de la época como subversiva y terrorista. 

Como hemos visto, después de un periodo de enfrentamientos y negociaciones 

internas en el ámbito de la administración federal, se realizaron cambios en el PNDH3 y 

la política hegemónica del olvido ganó, olvidando, por lo tanto, el mandato constitucional 

de la transición, que imponía e impone la memoria, la verdad y la reparación. La 

ocultación de los conflictos fue vencedora.  

A pesar de esto, los temas de la dictadura y la transición no han vuelto a salir de 

los medios de comunicación ni de la vida político-institucional brasileña. Hasta entonces, 

había prevalecido exclusivamente la política del olvido. A partir de ese momento, ya no 

fue posible negar la ocurrencia de una dictadura en Brasil, dejando que las fuerzas 

hegemónicas intentasen reiterar la narrativa del olvido a partir de una interpretación 

jurídica equivocada. Y tal vez no fuera tan difícil, ya que en toda América Latina existía 

el consenso de que toda amnistía política es un olvido. Paradójicamente, como se ha visto, 

todavía ya existía un ordenamiento jurídico que imponía la memoria, la verdad y la 

reparación. 

A finales de 2010, Brasil había elegido a la sucesora de Lula, Dilma Rousseff, 

como presidenta de la República, y el choque de narrativas apenas comenzaba. El 18 de 

noviembre de 2011 se promulgó la Ley 12.528, que creó la Comisión Nacional de la 

Verdad. Muchas expectativas giraron en torno a esta Comisión, en el sentido de que, 

finalmente, sería posible resignificar esa historia de autoritarismo, persecución y 

represión, para inaugurar un tiempo de libertad y autonomía para la sociedad brasileña. 

Era necesario construir esta narrativa, elaborar esta memoria (OST, 2005). Y para conocer 

los hechos, que no fueron borrados.  

Hay que reiterar que si la amnistía de la Ley 6.683/79 hubiera sido de los hechos, 

no habría necesidad de una Comisión Nacional de la Verdad. ¿Para aclarar qué, si no pasó 

nada? Si todo se hubiera borrado, si la amnistía hubiera sido de olvido, no habría 

necesidad de tocar en este tema, porque el pacto social hubiera sido en el sentido de borrar 

los hechos, no recordar para no reparar, ni responsabilizar. Pero no fue esto lo que ocurrió. 

El Estado brasileño creó la tercera Comisión Estatal a causa de la Memoria, la Verdad y 
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la Justicia, cumpliendo el mandato constitucional de la transición y en la estela de la 

legislación anterior. 

Sobre la CNV, cabe destacar algunos aspectos. Uno de los motivos que provocó 

un cierto sentimiento de frustración, en aquel momento, fue el hecho de que esta comisión 

no utilizara algunas facultades que le otorgaba la legislación, como la obligatoriedad de 

conducir a personas lúcidas que habían participado en eventos importantes para el 

esclarecimiento de muchos episodios, pero que se negaban incluso a reconocer su 

existencia y legitimidad. 

La prensa divulgó4, en aquella época, que un militar, citado a comparecer ante la 

Comisión, escribió de su puño y letra en la citación que no colaboraba con los enemigos, 

y no se tomaron medidas más enérgicas. La declaración simplemente no tuvo lugar. 

A pesar de este y otros contratiempos, la CNV elaboró un Informe Final que 

expresa la posición oficial del Estado brasileño sobre los hechos ocurridos durante la 

dictadura. No se trata, por consiguiente, de una "escenificación", sino de la elaboración 

de un documento oficial sobre los hechos ocurridos durante el periodo autoritario, 

reconocido como verdadero y de responsabilidad del Estado.5  

 

1.4 El juzgamiento de la ADPF 153 

Equivocadamente se propaga la idea de que el juzgamiento de la ADPF 153 

impuso el silencio, el olvido tan deseado por quienes insisten en afirmar que la Ley 

6.683/79 fue una amnistía para los hechos. Una de las consecuencias de esta línea de 

razonamiento es precisamente la afirmación de la imposibilidad de responsabilizar a 

todos y cada uno de los violadores de los derechos humanos durante el período autoritario 

como resultado de la decisión del STF en este caso. 

La idea de persecución a los violadores de los derechos humanos en Brasil causa 

muchas controversias. Inicialmente es necesario registrar que la referencia a la 

persecución es tanto la persecución judicial, considerada en el ámbito civil y penal, como 

                                                           
4 Sítio de Notícias Portal Jornal do Comércio: 

https://www.jornaldocomercio.com/site/noticia.php?codn=17147. Publicado em 12/01/2010. 
5 Para acceder a los documentos de la Comisión Nacional de la Verdad: 

http://cnv.memoriasreveladas.gov.br/tiça; Florianópolis: Instituto Primeiro Plano, 2013. 

https://www.jornaldocomercio.com/site/noticia.php?codn=17147
http://cnv.memoriasreveladas.gov.br/ti%C3%A7a;%20Florian%C3%B3polis:%20Instituto%20Primeiro%20Plano,%202013.
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la tramitación administrativa. Normalmente hay demasiado enfoque acerca de la 

persecución penal y por ello es importante reiterar que existen otros ámbitos de 

persecución judicial. 

 Hecha esta primera observación, cabe destacar que, a diferencia del camino 

elegido por otros países, como Argentina, por ejemplo, que eligió la rendición de cuentas 

como eje fundamental para la transición, promoviendo el enjuiciamiento de quienes 

secuestraron, torturaron y de alguna manera, se convirtieron en agentes del estado de 

excepción, Brasil siempre ha evitado ocuparse de este mecanismo.  

El tema de la rendición de cuentas es el más oculto (política del olvido) y en torno 

al cual se ha creado un verdadero tabú en el espectro de la transición brasileña. Así es que 

la percepción de la justicia, para calmar los traumas del pasado y sanar las heridas no 

como venganza, sino como anamnesis, a través de la mediación del proceso judicial y con 

todas las garantías del procedimiento contradictorio, la amplia defensa y el debido 

proceso legal, tiene el objetivo de lograr la reconciliación.  

 Conviene recordar que el STF ejerció el control de constitucionalidad en el juicio 

de la ADPF 153. La cuestión básica que se planteaba en ese caso era si la Ley 6.683/79 

era o no receptora de la Constitución de 1988, a la vista de los preceptos constitucionales 

fundamentales. La respuesta del STF fue positiva. Hubo recepción. Y el control de 

constitucionalidad fue ejercido por la autoridad competente. 

 Este entendimiento fue explicado por el juez Carlos Ayres Britto al comentar la 

decisión de la ADPF 153 en otra acción presentada al STF (Recl. 12.131 (468), Min. Rel. 

AYRES BRITTO, 03/10/2011): "De ahí surge la siguiente pregunta: ¿qué se decidió en 

esa acción de carácter abstracto? Respuesta: se decidió, en contra de mi voto, por la 

"integración de la amnistía de la Ley de 1979 en el nuevo orden constitucional". En otras 

palabras, la decisión de la ADPF 153 es que la Ley 6683/79 está en vigor porque fue 

recibida por la Constitución de 1988. Eso es todo. Es, como se ha dicho, un control de 

constitucionalidad y nada más. 

 En la mencionada ADPF, el Tribunal Supremo no abordó la naturaleza jurídica de 

la Ley de Amnistía, ni había necesidad de hacerlo. Se debatió si dicha ley se integró o no 

en el ordenamiento jurídico brasileño tras la llegada de la Constitución, como afirmó 

objetivamente el juez Ayres Britto. 



 25 

 En contra de quienes pretenden imponer la narrativa del olvido, considerando si 

la Ley 6.683/79 es una ley que borró los hechos o no, la jueza Cármen Lúcia, en su voto 

a la propia ADPF 153 (p.3) señala  

(...) en razón incluso de lo que se ha concluido social y jurídicamente y de lo que ha 

prevalecido hasta ahora, al contrario de lo que comúnmente se afirma de que la amnistía 

es el olvido, lo que tenemos aquí es una situación muy diferente: Brasil todavía está 

buscando saber exactamente el alcance de lo que ocurrió en los años sesenta, setenta y 

principios de los ochenta (el período de los ataques al Consejo Federal de la OAB y 

Riocentro) (...). 

 

Hay que reiterar que el objeto de estudio de la ADPF 153 era si la Ley 6683/79 

había sido acogida por la Constitución vigente. Y, como hemos visto, la respuesta del 

STF fue positiva. La Ley de Amnistía fue aceptada y está en vigor. No se decidió nada 

más. No correspondía al STF examinar la naturaleza jurídica de la Ley 6.683/79, es decir, 

no correspondía al STF, en una ADPF, examinar si la Ley de Amnistía es una ley de 

olvido, que borraba los hechos, o una ley de memoria, que sólo borraba las condenas. 

Desgraciadamente, la política de imponer el silencio, aún hegemónica, al afirmar 

que la Ley de Amnistía es una ley de olvido, ha sido utilizada sin el debido cuidado 

incluso por el Poder Judicial. No es raro que esta decisión de la ADPF 153 se presente 

como un obstáculo para que el Poder Judicial aprecie las iniciativas del Ministerio Público 

Federal en el intento de responsabilizar a quienes violaron los derechos fundamentales 

durante el período autoritario. Pues bien, la ADPF 153 no puede presentarse como un 

obstáculo para el examen de cualquier hecho ocurrido en su momento bajo la alegación 

de amnistía, porque, como se ha demostrado, los hechos no fueron amnistiados, sino sólo 

las condenas sufridas antes del 28 de agosto de 1979. 

El reciente entendimiento del Tribunal Superior de Justicia no fue diferente, 

cuando la Segunda Sección decidió seguir por unanimidad la Justicia Informante del 

Recurso Especial nº 1836862 - SP (2019/0268276-9), Ministro Og Fernandes (p. 17-18). 

La prescripción fue anulada por tratarse de actos de persecución política, por lo que las 

consecuencias jurídicas de la comprobación de los hechos deben ser examinadas por el 

Poder Judicial, sin que se reclame la incidencia de la Ley de Amnistía, por ser inaceptable: 

Esta Corte entiende que las acciones civiles basadas en actos de persecución política, 

tortura, homicidio y otras violaciones de derechos fundamentales cometidos durante el 

régimen militar de excepción son imprescriptibles, independientemente de lo que 

disponga la Corte Interamericana o los tratados. Por cierto:  
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PROCESAL CIVIL. ADMINISTRATIVO. RECURSO DE CASACIÓN EN RECURSO 

ESPECIAL. AMNISTÍA POLÍTICA. DERECHOS FUNDAMENTALES. EL DELITO 

SE PRODUJO, EN TEORÍA, DURANTE EL RÉGIMEN MILITAR. LA 

IMPRESCRIPTIBILIDAD. PRECEDENTES. 1 La jurisprudencia de este Tribunal ha 

establecido el entendimiento de que los daños y perjuicios derivados de la violación de 

los derechos fundamentales ocurridos durante el Régimen Militar son imprescriptibles. 

Por cierto: REsp 1.565.166/PR, Justicia Informante Regina Helena Costa, Primera 

Sección, DJe 2/8/2018; REsp 1.664.760/RS, Justicia Informante Herman Benjamin, 

Segunda Sección DJe 30/6/2017. [...] (AgInt en REsp 1.602.586/PE, Informando el Juez 

BENEDITO GONÇALVES, PRIMERA SECCIÓN, juzgada el 7/2/2019, DJe 

12/2/2019). 

 

Por todo ello, la decisión de la ADPF 153 no puede alegarse como obstáculo para 

la constatación de hechos ocurridos antes del 28 de agosto de 1979, ni como impedimento 

para las consecuencias jurídicas de tales hechos. La ADPF 153 no pretendía responder a 

la naturaleza jurídica de la Ley 6.683/79, limitándose, como se ha visto, a decidir por la 

validez de la norma, por su recepción en el ordenamiento jurídico. Afirmar la validez de 

esta norma significa que no puede haber ejecución de ninguna sanción anterior a agosto 

de 1979, porque las condenas han sido borradas. Y sólo esto. Nada más. La verdad de los 

hechos puede y debe ser comprobada. Y si se constatan hechos que caracterizan a los 

actos ilícitos, que se atengan a las consecuencias pertinentes. Las infracciones legales no 

prescriben y no han sido amnistiadas, así que la memoria, la verdad, la reparación y la 

responsabilidad son posibles. 

 

1.5 A título de síntesis 

El objetivo de esta reflexión era determinar la naturaleza jurídica de la Ley 

6.683/79, la Ley de Amnistía. A partir de la clasificación hecha por Ost, que explicó los 

dos tipos posibles de amnistías políticas, y también profundizando en la tesis que ya 

hemos elaborado, hemos analizado la situación brasileña para explicar las dos 

posibilidades distintas: 

1) La Ley de Amnistía es una ley de olvido porque borró los hechos: esto significa 

que, por determinación legal, no hubo dictadura; no hubo período autoritario en Brasil 

porque el mal no ocurrió; fue borrado. En consecuencia, no puede haber memoria, ni 

verdad, ni reparación, ni responsabilidad, porque a efectos legales, no ha pasado nada. 

Esta es la narrativa que se ha construido recurrentemente por el interés de no sacar a la 

luz el hecho de que Brasil vivió un estado de excepción. 
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2) La Ley de Amnistía es una ley de memoria porque no borró los hechos, sino 

sólo las condenas legales: esto significa que por determinación legal las ejecuciones de 

las condenas terminaron el 28 de agosto de 1979 y fueron borradas. Estas ejecuciones no 

pudieron continuar porque las sanciones fueron borradas del mundo jurídico. Los hechos 

que dieron lugar a dichas sanciones no fueron borrados. Por lo tanto, si se dejan de lado 

otros instrumentos jurídicos relacionados con el paso del tiempo, como la prescripción, 

los hechos pueden seguir produciendo consecuencias jurídicas, como la reparación, la 

responsabilidad y la memoria/verdad. 

Hemos demostrado cómo se ha construido, a lo largo de los años, la narrativa de 

que la Ley de Amnistía sería una ley de olvido, para servir a los intereses de quienes no 

quieren ni memoria, ni verdad, ni reparación, ni rendición de cuentas. Y también hemos 

demostrado que esta narración no se corresponde con la naturaleza jurídica de la 

legislación brasileña en materia de amnistía política, ya que tanto la Ley 6.683/79, la 

Enmienda Constitucional 26/85, la Constitución Federal, como las tres leyes que crearon 

las tres Comisiones Estatales, es decir, la Ley 9. 140/95 (crea la Comisión Especial de 

Muertos y Desaparecidos Políticos), la Ley 10.559/02 (crea la Comisión de Amnistía) y 

la Ley 12.528/11 (crea la Comisión Nacional de la Verdad) siguen la misma lógica 

jurídica de establecer la amnistía política brasileña como amnistía de la memoria y no del 

olvido. Amnistía de las condenas y no de los hechos. 

A continuación, analizamos el impacto de la decisión en la ADPF 153 en este 

debate para concluir que la naturaleza jurídica de la Ley 6.683/79 no fue objeto de 

deliberación por parte del STF y, por lo tanto, la única decisión en ese caso fue la validez 

de esta norma por recepción de la Constitución Federal. 

Vale la pena señalar que la comprensión de la naturaleza jurídica de la Ley de 

Amnistía de 1979 es fundamental para la finalización tardía de la transición democrática 

en Brasil. Los mecanismos de justicia transicional mencionados a lo largo del texto, a 

saber, el binomio memoria/verdad, la reparación y la rendición de cuentas, tienen que 

producirse para completar la transición del período autoritario al Estado Democrático de 

Derecho, para explicitar, de una vez por todas, que en Brasil no olvidaremos para que no 

vuelva a ocurrir. 

La confusión de los dos tipos de naturaleza jurídica de la Ley 6.683/79 sólo 

interesa a quienes no reconocen, como se ha demostrado, que la persecución política 
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perpetrada por el Estado es inadmisible e incompatible con la normalidad democrática 

deseada por la sociedad brasileña y ordenada por la Constitución ciudadana. Hoy y 

siempre. Todo lo que no se ha investigado, revelado, reparado y responsabilizado debe 

hacerlo, so pena de no completar la transición democrática. Y no afirmamos la 

incompatibilidad de la Ley de Amnistía con la Constitución Federal, sino la inutilidad de 

su vigencia. Afirmar su validez no significa impedir cualquier responsabilidad, en el 

ámbito penal o no, sino decir que no puede haber ejecución de sanciones anteriores al 28 

de agosto de 1979; lo que resulta inútil, pues ni siquiera sería el caso de ejecutar una 

condena dictada hace más de 42 años. Por lo tanto, en nuestra opinión, la validez de la 

Ley de Amnistía hoy es absolutamente inocua debido a su naturaleza jurídica de la 

memoria. 

Preguntar por el alcance de la Ley de Amnistía también es erróneo, como hemos 

demostrado, porque la pregunta "¿De cuáles autores los delitos fueron amnistiados por la 

Ley 6.683/79? ¿Fueron sólo los crímenes de los militantes o también eventuales crímenes 

de agentes públicos?" O, en otras palabras, "¿qué hechos fueron amnistiados por la Ley 

6.683/79?" Como se ha visto, o son amnistiados todos los hechos o ninguno. Pero la Ley 

6.683/79 no fue una amnistía por los hechos, por lo que este debate es erróneo y estéril. 

Las discusiones, sean estas políticas o judiciales, deben basarse en la comprensión 

acerca de la naturaleza jurídica de la Ley 6.683/79, que fue una amnistía de condenas. Y, 

como en el razonamiento anterior, todas las condenas, en cualquier ámbito del derecho, 

fueron amnistiadas. Los hechos subsisten porque no fueron olvidados por la legislación. 

La memoria persiste y debe ser permanente. Para que no se olvide, para que no vuelva a 

suceder. 
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2 - EL PROCESO CONSTITUCIONAL DE LA TRANSICIÓN 

BRASILEÑA 

 

El tema de este capítulo es la configuración constitucional de la llamada justicia 

transicional aplicada al caso brasileño. Teniendo en cuenta el final del siglo XX, debido 

a diversas situaciones de autoritarismo estatal y al deseo de las poblaciones hacia Estados 

Democráticos de Derecho, mucho se ha reflexionado y producido sobre el tema, cuya 

conceptualización, de manera simplificada, es el conjunto de herramientas o protocolos 

que deben implementarse en las sociedades a partir del Estado, para que exista consenso 

y conciencia sobre la postura democrática, tanto en las relaciones entre el Estado y la 

Sociedad como en las propias relaciones sociales. El objetivo es alcanzar un nivel de 

confianza y solidaridad que haga posible la reconciliación nacional y la curación de las 

heridas resultantes de los traumas de un periodo de excepción y/o de un conflicto armado. 

En el caso de Brasil, como hemos visto en el capítulo anterior, este tema ha sido 

discutido en relación con la última dictadura a la que fue sometido el País en las dos 

décadas entre los años 60 y 80. Es sabido que la Constitución Federal de 1988 inauguró 

el Estado Democrático de Derecho en Brasil después de este desastroso período 

autoritario. Con todo eso, es curioso que en los últimos años los discursos que valoran la 

represión, el autoritarismo y la violencia parezcan seducir a parte de la sociedad brasileña, 

idealizando los llamados “años de plomo”, perdiendo el foco de lo que significa 

exactamente el deseo de libertad en narrativas inconexas, truncadas e irracionales. 

Esta es una de las razones que motivan este texto, que pretende explicar el proceso 

de transición brasileño a partir de la decisión constitucional, expresada en disposiciones 

que deben ser observadas con mucha atención. En el momento de la promulgación de la 

Constitución, el 5 de octubre de 1988, el diputado Ulysses Guimarães se refirió al odio y 

al asco que sentía por la dictadura, y presentó nuestro deseo de libertad expresado en 

normas constitucionales, que deberían orientar la construcción de un Brasil más justo, 

solidario, plural e inclusivo. Pero, para convertirla en verdad, necesariamente deberíamos 

haber cumplido con la agenda del proceso transicional, es decir, deberíamos haber 

implementado los mecanismos de justicia transicional que hicieran posible la 

organización de un Estado Democrático de Derecho. Desgraciadamente, como veremos, 

esto no es lo que ocurrió. Por el contrario, la sociedad brasileña se encuentra en un 
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momento de profunda división, envuelta en discursos de desconfianza, odio y violencia, 

con narrativas contradictorias, anacrónicas e ilógicas de defender la libertad y la vida a 

través de la represión y la muerte. 

Así, este texto actualizará otro que ya previó el actual escenario adverso, en lo 

cual acuñamos la expresión Justicia Transicional Inversa, (DE STUTZ E ALMEIDA, 

2017) para traducir nuestra lectura de la situación brasileña contemporánea. 

Los mecanismos, o dimensiones, o ejes, o pilares, o herramientas, o protocolos de 

la justicia transicional son cuatro: 1) el binomio memoria y verdad; 2) la reparación 

integral; 3) la reforma de las instituciones; y 4) la responsabilización o justicia, que 

también puede tornarse explícito en la expresión enjuiciamiento de los violadores de los 

derechos humanos. No hay jerarquía entre estos mecanismos y son interdependientes 

entre sí. Es importante subrayar que si no se aplica alguno de ellos, es poco probable que 

se alcance el objetivo de la reconciliación nacional.  

Obviamente, el supuesto fundamental para avanzar es afirmar que hubo un estado 

de excepción en Brasil. Puede parecer extraño hacer esta afirmación, pero en un momento 

histórico en el cual proliferan las noticias falsas, o fake news como las han llamado los 

medios de comunicación y las redes sociales, además de los conceptos de la llamada 

posverdad, es importante establecer el trasfondo de la propia necesidad de redactar la 

Constitución Federal de 1988: objetivamente Brasil afirmó ante sí mismo y ante el mundo 

que ya no se constituía en un estado de excepción, sino que deseaba construir un Estado 

Democrático de Derecho. Esto equivale a la afirmación de que la sociedad brasileña 

quería constituirse a sí misma y al Estado brasileño basado en la libertad y no más basado 

en la represión. Por lo tanto, la elaboración de una nueva Constitución era esencial. Entre 

los años 1985 y 1988 la sociedad brasileña se movilizó, debatió, participó y finalmente 

transformó sus sueños de libertad en las disposiciones constitucionales que conforman 

nuestra Carta Magna. Por eso hemos tenido ocasión de nombrar, en otros momentos, a 

nuestra Constitución la Carta de los sueños del pueblo brasileño.  Si ya había libertad y 

relaciones justas y solidarias en la sociedad brasileña, ¿qué sentido tendría redactar una 

nueva Constitución? ¿Qué sentido tenía que el presidente de la Asamblea Constituyente, 

diputado Ulises Guimarães, declarase su odio y asco a la dictadura, apoyado por todos 
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los diputados constituyentes? Hay únicamente una respuesta posible: hasta entonces había 

un estado de excepción en Brasil.6 

Reafirmamos que este es el supuesto fundamental para toda y cualquier discusión 

sobre la construcción de la democracia en Brasil, ya que es una verdad objetiva. Y aquí 

reiteramos lo que hemos afirmado antes: la verdad es objetiva. Ella no es subjetiva. Para 

ilustrar el hilo conductor de todo el texto que sigue, recurriremos a un cuento zen-budista 

sobre la verdad. 

Un discípulo se acercó a su maestro y le preguntó: maestro, si la verdad es algo 

objetivo, ¿cómo puedo alcanzarla directamente? ¿Necesito alguna herramienta? ¿Cómo 

puedo elegir la mejor herramienta? Y el maestro explicó: la verdad es como la luna: está 

ahí en el cielo, no depende de mí ni de ti para estar ahí. Pero sólo puedo verla (alcanzarla) 

si la miro y, a veces, necesito que alguien me la muestre, que la señale, sobre todo, si hay 

muchas nubes en el cielo y no sé donde está. En este caso, el dedo de la persona que la 

señala es la herramienta. Del mismo modo, para llegar a la verdad, se necesitan palabras 

en forma de narraciones. Pero estas narraciones no son la verdad, porque la verdad es 

objetiva. Así que, para llegar a ella necesito las palabras, los textos, en definitiva, alguna 

narración, que me lleve a ella. La subjetividad aparece en estos relatos. La narración no 

siempre será correcta, y si no lo es, no me mostrará la verdad. Las narrativas funcionan 

como el dedo. Si apuntas en la dirección equivocada, no veré la luna. Seguro que necesitas 

el dedo, pero no puedes fijarte en él, porque así te limitarás a la herramienta, a hablar de 

la herramienta, y te perderás el objetivo, que es la luna. Mira la luna y no el dedo. 

Este capítulo trata de la luna, que es la Constitución Federal de 1988. Debe 

respetarse y cumplirse. Y en ello radica el mando del proceso de transición que ha sido 

ignorado o subvertido. Es imperativo que dejemos de mirar los muchos dedos que apuntan 

en direcciones diferentes y antagónicas, y empecemos a mirar la luna. 

 

                                                           
6 Sobre este tema, véase el breve texto publicado en el blog del Grupo de Investigación que coordinamos: 

http://justicadetransicao.org/houve-um-estado-de-excecao-no-brasil/, así como el parecer para una acción 

popular contra la nota conmemorativa del Ministerio de Defensa sobre el aniversario, en el año de 2020, 

del golpe de Estado (http://justicadetransicao.org/parecer-para-o-stf/). Por extraño que parezca insistir en 

esta afirmación, de que hubo un golpe de Estado en Brasil en 1964, esto se justifica porque las muchas 

construcciones narrativas que se han hecho para valorizar la dictadura incluyen la negación del golpe de 

Estado, como se vio en el capítulo anterior. 

http://justicadetransicao.org/houve-um-estado-de-excecao-no-brasil/
http://justicadetransicao.org/parecer-para-o-stf/
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2.1 La elección del constituyente brasileño: amnistía, memoria, verdad y reparación 

Como se ha visto en el capítulo anterior, la amnistía política de la Ley 6.683/79 

era una amnistía de penas, de condenas. Durante la redacción de la Constitución, la 

elección de los constituyentes brasileños para liderar el proceso transicional recayó en las 

dimensiones de reparación, memoria y verdad, a través, nuevamente, de la amnistía 

política, como también se vio en el capítulo anterior. 

 El art. 8 del ADCT, al que nos referimos en el capítulo anterior, volvió a amnistiar 

las consecuencias, condenas, sanciones penales y laborales, y cualesquiera otras que 

fueran consecuencia de la persecución política. Cabe destacar que, como reglamentación 

de esta disposición constitucional, la Ley 10.559/02 establece como derecho, en el punto 

IV del artículo 1, el retorno a los estudios de quienes fueron expulsados como 

consecuencia de una persecución política. Esto demuestra que la amnistía constitucional 

era y es, al igual que en 1979, de penas y no de hechos. De lo contrario, la expulsión 

habría sido "borrada", "olvidada", y la legislación no podría prever la vuelta a los estudios 

como reparación, ya que la lógica impondría el siguiente razonamiento: "si una tal 

persona estudió en tal curso y no lo concluyó, dado que no pasó nada durante el curso, 

pero aún así la persona no logró concluirlo, algo debe haber motivado la interrupción y el 

Estado brasileño no tiene nada que ver". Por lo tanto, no procede hacer nada al respecto". 

La expulsión habría sido olvidada como persecución política por la amnistía. No obstante, 

precisamente porque los hechos no se han olvidado, la legislación obliga a reconstruir lo 

sucedido y prevé la posibilidad de retomar los estudios que se interrumpieron porque 

hubo persecución por motivación exclusivamente política. Era y es memoria y no olvido. 

Veremos en el próximo capítulo que esta estrategia de "alterar" o interpretar los 

hechos para afirmar una determinada narrativa, como se ha visto en el capítulo anterior, 

no sólo se utilizó en relación con la Ley de Amnistía de 1979, sino que está siendo 

aplicada en este momento por el actual gobierno, incluso en los fundamentos de los votos 

de la Comisión de Amnistía. 

Como ya se ha dicho, todos los mecanismos de transición son interdependientes y 

deben aplicarse para lograr la reconciliación nacional y el Estado de Derecho 

democrático. El argumento contrario también es cierto: no implementar una o más de 

estas herramientas significa no lograr la reconciliación y poner en riesgo el Estado 

Democrático de Derecho en Brasil. Esta es, por desgracia, la situación actual. De ahí la 
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pertinencia, oportunidad y urgencia de aplicar todas las dimensiones de la justicia 

transicional. Y esto significa decir que es urgente cumplir con la Constitución. Como se 

ha ilustrado al principio de este capítulo, para que no nos perdamos en debates estériles 

mirando a los distintos dedos y no a la luna, examinemos cuál es el significado, o sea, lo 

que se puede desprender de cada una de estas herramientas, de estas dimensiones, que 

conforman el proceso constitucional transitorio brasileño. Se afirma aquí que de ello 

depende la construcción del Estado Democrático de Derecho, aunque no sólo, en el Brasil 

contemporáneo. 

 

2.2 Memoria y verdad 

 El eje de la memoria/verdad no es la mera recopilación de recuerdos individuales 

o familiares de acontecimientos adversos. Pero es la versión de los vencidos en esa lucha, 

la verdad de los vencidos, revivida, redimensionada y principalmente resignificada en el 

momento presente. 

Ost (2005) afirma que existen cuatro paradojas que hacen complejo el modo de 

producción del pasado y, por consiguiente, la acción de la memoria. La primera de ellas 

es que la memoria es social y no individual.  De este modo, sólo el significado para una 

determinada comunidad afectiva y social, o una determinada corriente de pensamiento de 

una sociedad determinada podrá construir tal o cual memoria. 

La segunda paradoja es que la memoria opera a partir del presente. Es decir, las 

narraciones se producirán siempre a partir del presente hacia el pasado, reescribiendo y 

reelaborando lo ocurrido, y creando así una identidad nacida de la memoria social y que 

siempre será reelaborada y reescrita. 

 La tercera paradoja, intrínsecamente ligada a la segunda, es que la memoria es 

siempre voluntaria. Es decir, si se construye y reconstruye a partir de significados del 

presente hacia el pasado, esto significa que no tiene nada de espontáneo o pasivo, sino 

que es una construcción voluntaria, o una anamnesis. Se trata de una evocación voluntaria 

del pasado, de la ordenación de episodios del presente, significando y resignificando 

acontecimientos conocidos o no por la colectividad. 

 Y, por último, la cuarta paradoja es que la memoria no se opone al olvido, sino 

que lo presupone. En otras palabras, la organización y construcción de la memoria 
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colectiva presupone también la organización del olvido. En este sentido, pensar en la 

política de la memoria implica pensar en la política del olvido.7   

Es interesante observar que, a pesar de que la Comisión de Amnistía tiene como 

objetivo principal la reparación, como veremos más adelante, la Ley 10.559/02 también 

estableció como objetivos la memoria y la verdad, siguiendo la opción constitucional.  

En este aspecto y volviendo al punto de las políticas de memoria y de olvido, cabe 

preguntarse: ¿quién se encarga de controlar estos procesos? El propio Ost (2005: 25), al 

establecer que la elaboración cultural del tiempo es un desafío de poder, afirma que: 

quien es capaz de imponer a los demás componentes sociales su construcción temporal 

es el verdadero titular del poder. El mercado, por ejemplo, impone actualmente el tiempo 

y dicta la medida a todos los Estados del planeta en el marco de una economía globalizada 

y privatizada. 

  

Ahora bien, si el mercado globalizado impone el tiempo y la construcción de un 

pensamiento único en dirección a una memoria social con narrativas represivas y 

autoritarias, ¿cómo emprender la lucha por otra memoria, otro sentido, 

contrahegemónico, liberador y hacia el establecimiento de relaciones más democráticas 

en Brasil? La lección de Ost es afirmar que, así como hubo grupos de la sociedad civil 

con intereses inconfesables que se aliaron con las Fuerzas Armadas para dar el golpe en 

1964, también hubo grupos de la sociedad civil que se aliaron con las mismas Fuerzas 

Armadas para construir y mantener como hegemónica la narrativa, la memoria de que 1) 

no hubo golpe de Estado en 1964; 2) no hubo estado de excepción después del golpe; 3) 

hubo olvido con la Ley de Amnistía en 1979. Aunque todas estas afirmaciones no se 

sostienen cuando se contrastan con los hechos/la legislación.  

Esta fue precisamente la lucha que libró la Comisión de Amnistía, a veces con 

victorias y la mayoría de las veces con adversidades y derrotas. Desgraciadamente, la 

Comisión fue mal caracterizada por los gobiernos anteriores y el actual del Estado 

brasileño, hasta convertirse en una comisión gubernamental. Incluso por eso, es 

importante afirmar que la lucha por la redemocratización en Brasil sigue vigente, ahora 

más que nunca, y que todo debate sobre la amnistía política implica memoria, verdad y 

reparación, y nunca olvido. 

                                                           
7 En el caso brasileño la política del olvido fue la amnistía política de las condenas, pero eso, como veremos, 

se desvirtuó para convertirse en una política pública de olvido de los hechos. Desgraciadamente, se 

convirtió en un negacionismo oscuro e inadmisible. 
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En el contexto normativo, tenemos, pues, que la Ley 6.683/79 afirma la memoria, 

la verdad y la reparación; la Constitución Federal impone un proceso transicional basado 

en la reparación, la memoria y la verdad; la Ley 9.140/95 responsabiliza, por primera vez, 

al Estado brasileño por las muertes y desapariciones de ciudadanos brasileños, 

continuando el proceso transicional constitucional basado en la reparación, la memoria y 

la verdad; y la Ley 10. 559/02 crea la Comisión de Amnistía para realizar una reparación 

integral, incluyendo acciones de memoria y verdad, que se cumplieron con publicaciones, 

eventos, seminarios y principalmente con las Caravanas de la Amnistía (COELHO, 

2012), que fueron momentos de consideración de las solicitudes en el lugar de los hechos, 

con la posibilidad de testimonio de los solicitantes rodeados de sus familiares y personas 

de sus vínculos sociales, permitiendo que prevalezca la historia de los vencidos, además 

de ser una forma extremadamente didáctica de informar a las nuevas generaciones lo que 

ocurrió en Brasil a partir de 1964. 

Lamentablemente, uno de los enormes retrocesos que enfrenta el proceso 

transicional brasileño es el fin del pedido de indulto, deliberado por la Comisión de 

Amnistía cuando aún era parte del Ministerio de Justicia, en una sesión administrativa en 

abril de 2018. 

Recordemos también que la cuestión de la amnistía volvió a la escena principal 

en el más alto tribunal de Brasil en abril de 2010, justo después de los enfrentamientos 

reportados en relación con el PNDH3, de diciembre de 2009. Los temas de la dictadura y 

la transición no volvieron a salir ni de los medios de comunicación ni de la vida político-

institucional brasileña. Con una decisión que aún no tiene carácter de cosa juzgada, 

porque hay embargos que apreciar, el STF afirmó la recepción de la Ley de Amnistía, 

pero, infelizmente, en el razonamiento de algunos votos parece haber pretendido "poner 

una piedra en este asunto"; o sea, olvidar lo que ocurrió en Brasil durante el período 

dictatorial y seguir adelante. 

 Por otro lado, de forma algo confusa, reconoció simultáneamente que la amnistía 

política brasileña fue de las condensaciones y no de los hechos.8  El STF parece haberse 

perdido en los "muchos dedos" y se ha olvidado de "mirar a la luna" porque, todavía, no 

                                                           
8 Como, por ejemplo, en el citado voto de la ministra Cármen Lúcia (p.3): "como resultado de lo que se ha 

concluido social y jurídicamente y de lo que ha prevalecido hasta ahora, al contrario de lo que comúnmente 

se afirma de que la amnistía es el olvido, lo que tenemos aquí es una situación muy diferente: Brasil todavía 

está tratando de averiguar exactamente el alcance de lo que ocurrió en los años sesenta, setenta y principios 

de los ochenta (el período de los ataques al Consejo Federal de la OAB y Riocentro)". 
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ha aclarado suficientemente que, tanto la Ley 6.683/79 como la propia Constitución 

Federal, hicieron una elección a favor del proceso de transición. Pero, quién sabe, 

aprovechará la oportunidad de la apreciación de los recursos para reiterar finalmente la 

opción constitucional por la memoria, la verdad y la reparación. 

Volviendo al análisis de 2010, la decisión causó un enorme asombro no sólo a 

nivel nacional, sino especialmente en la escena internacional. Tanto es así que, en 

noviembre de ese mismo año, la Corte Interamericana de Derechos Humanos de la 

Organización de Estados Americanos (OEA) puso en la agenda de juicios un caso que 

pretendía condenar a Brasil por el incumplimiento de varias cláusulas de la Convención 

Americana a partir de lo ocurrido en la región de Araguaia.  

La acción había sido propuesta hace varios años, pero debido al papel de liderazgo 

de Brasil en la lucha por los derechos humanos y a una importante inversión en política 

exterior brasileña, dado que, en ese momento, Brasil buscaba un puesto permanente en el 

Consejo de Seguridad de la ONU, no se esperaba que fuera juzgada. Hasta que la decisión 

del STF cambió el escenario, para mal. Y a diferencia de lo que se esperaba hasta 

entonces, que Brasil no fuera condenado, la Corte Interamericana dictó una dura y extensa 

condena. 

En ese momento Brasil ya había elegido a la sucesora de Lula, Dilma Rousseff 

como Presidenta de la República, pero las batallas apenas comenzaban en este campo de 

la construcción de la memoria y la verdad sobre el período de excepción. Un año después 

de la sentencia de la Corte Interamericana, se produjo la promulgación de la Ley 12.528, 

del 18 de noviembre de 2011, que creó la Comisión Nacional de la Verdad, y todas las 

expectativas se volcaron a esta Comisión, en el sentido de que, finalmente, sería posible 

resignificar esa historia de autoritarismo, persecución y represión, para inaugurar un 

tiempo de libertad y autonomía para la sociedad brasileña. Era necesario construir esta 

narrativa, elaborar esta memoria (OST, 2005). 

Una frustración generalizada fue lo que ocurrió, a pesar de que se elaboró un 

informe sustancial y que aportó informaciones espantosas sobre nuestro pasado, incluso 

sobre muchas personas que aún hoy son autoridades de la República brasileña. Una de las 

frases que ilustran esta frustración, a finales de 2014, cuando se entregó el informe el 10 

de diciembre, fue que "la montaña parió un ratón." 



 37 

En la conclusión, con el Informe Final se recomendaba que no cesase el trabajo 

de memoria y verdad. En parte, tanto la Comisión Especial de Muertos y Desaparecidos 

Políticos como la Comisión de Amnistía continuaron con esta tarea en un primer 

momento (a lo largo de 2015 y principios de 2016). Transcurridos algunos años de la 

entrega del Informe Final y con tantos retrocesos en el campo de los derechos humanos, 

es posible resignificar el trabajo de la CNV y su Informe, ya que se puede decir 

oficialmente que el Estado brasileño reconoce que hubo un estado de excepción a partir 

de 1964, es decir, hubo un golpe de Estado, hubo tortura, hubo persecución, hubo 

secuestro, hubo asesinato, hubo masacre, y más de ocho mil brasileños murieron por 

acciones del Estado. 

El número de víctimas de la dictadura brasileña es otro dato importante del 

Informe de la CNV. No fueron sólo un poco más de cuatrocientas, como se repite, porque 

este número incluye solamente a las víctimas que no eran indígenas o campesinos. Sólo 

entre los indígenas, fueron más de ocho mil, como se puede ver en el informe específico 

de la propia CNV. Es decir, en nombre de la memoria y de la verdad, el trabajo de la CNV 

fue y sigue siendo fundamental y es muy importante que se sigan consultando y haciendo 

públicos todos los informes y expedientes. 

También es importante recordar que, a partir del año 2013, Brasil se llenó de 

manifestaciones populares de rechazo a las representaciones parlamentarias y partidarias, 

en una gran explosión de la voluntad popular de participar en las decisiones importantes 

del País, como la de recibir, o no, la Copa del Mundo y el llamado "Patrón FIFA” de 

calidad. Estas manifestaciones y las numerosas huelgas que también se produjeron este 

año demuestran el descontentamiento de la población brasileña y el clamor por un cambio 

social, económico, jurídico y, sobre todo, político. 

El año 2013 fue el punto de inflexión en la construcción de la memoria realizada. 

El golpe de Estado de 1964, hasta entonces, era reconocido, las persecuciones políticas 

que el Estado brasileño perpetró durante el periodo dictatorial y la necesidad de 

profundizar en las relaciones democráticas. Partiendo de esas manifestaciones se 

construyen las oscuras narraciones de que no hubo golpe de Estado; que las Fuerzas 

Armadas fueron convocadas en 1964 para salvar a Brasil del comunismo; que los 

comunistas están al acecho, a punto de volver con sus pretensiones de poder; que no hubo 

persecución política en el período de la dictadura, sino sólo aplicación de la ley y, por 

último, que todos los aplazamientos de las Comisiones de Estado (Comisión Especial de 
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Muertos y Desaparecidos Políticos y Amnistía, incluidas las reparaciones económicas) 

no eran más que una forma de corrupción, ya que beneficiaban a los aliados políticos en 

detrimento del equilibrio fiscal. 

 

2.3 Reparaciones 

En el ámbito de las reparaciones, se ha hecho mucho en Brasil. La primera 

observación necesaria al tratar el tema de las reparaciones es que las reparaciones 

financieras son sólo una de las formas de reparación. Este entendimiento ya estaba 

presente en 1979. Y se debe a que ya en esa época, la ley preveía la posibilidad de 

reincorporación al trabajo de aquellos que habían sido despedidos por persecución 

política, como se vio en el capítulo anterior, y muchos se reincorporaron a sus puestos de 

trabajo. Aunque sin ninguna promoción profesional, o, a menudo, en puestos inferiores a 

los que ocupaban en el momento del despido, y sin ninguna compensación por el periodo 

que habían estado fuera. 

Posteriormente, con la Ley 10.559/02, a través de la Comisión de Amnistía, en el 

ámbito de la reparación económica, se abrieron dos posibilidades: la reparación 

económica en una sola cuota, con el cálculo previsto en la propia ley equivalente a treinta 

salarios mínimos por año o fracción de persecución política, limitada a un tope de cien 

mil reales; y la reparación económica en una cuota mensual, permanente y continua, en 

los casos de pérdida de actividad laboral. Además de estos dos tipos de reparación 

económica, la Ley 10.559/02 también prevé expresamente otras formas de reparación, 

como se ha visto en el capítulo anterior.  

En cuanto a la reparación económica, vale la pena reflexionar un poco más sobre 

el tema, ya que es la única forma de reparación que ha recibido alguna atención en lo que 

respecta a los medios de comunicación. En general, negativa. La modalidad de pago 

mensual, permanente y continuado está legalmente prevista para ser fijada como si la 

carrera profesional no hubiera sido interrumpida. La expresión legal es "como si hubiera 

estado activo" (art. 6, caput). Esto significa que la cantidad que debe recibir el amnistiado 

debe ser equivalente al final de su carrera, lo que, en muchos casos, puede representar 

una cantidad muy superior al salario medio brasileño. Y es que, si sumamos este mandato 

legal al hecho de que muchas de las personas perseguidas políticamente en las zonas 

urbanas eran profesionales liberales, artistas, periodistas, profesores universitarios, 
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incluso militantes de partidos con estudios superiores, aún en los años 60 y 70, tenemos 

que estas carreras, también en la actualidad, están razonablemente bien pagadas.  

Añádase la norma de retroactividad de cinco años (art. 6, §6) y el hecho de que 

algunas solicitudes, por las razones más diversas, tardan varios años en ser apreciadas 

definitivamente por la Comisión de Amnistía. Se ha formulado la ecuación que puede dar 

lugar a pagos retroactivos millonarios. Cabe señalar que, de acuerdo con los principios 

constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad, la indemnización de una persona 

con amnistía política no debe ser percibida por la población brasileña como un premio de 

lotería o un beneficio estatal carente de finalidad. Estas percepciones no ayudan a 

construir la memoria colectiva de que nunca más debe haber un estado de excepción en 

Brasil. 

Por estas razones, la Comisión de Amnistía decidió reducir las cantidades a pagar, 

en concepto de indemnización, en tramos mensuales, permanentes y continuos, de modo 

que la cantidad retroactiva nunca alcance la marca de un millón de reales. Para ello, 

arbitró un importe medio de pago mensual. 

En cuanto a la compensación por cuota única, hasta 2017, no había controversia, 

ya que el parámetro lo fija la propia Ley 10.559/02.  

Entre los años de 2016 y 2017 la Comisión sufrió una reestructuración de su 

composición, tras el impeachment de Dilma Roussef, y la mayoría de los nuevos 

miembros entendieron que si la persona ya había sido amnistiada por una Comisión de 

Amnistía del Estado y había recibido alguna indemnización, esta indemnización debía 

descontarse de la cantidad que ahora debía recibir. A lo largo de los años ha habido 

muchas evaluaciones por parte de las comisiones estatales. 

 Señalamos, en el año 2017, lo absurdo de este razonamiento, ya que se trata de un 

verdadero razonamiento contable de sumas indemnizatorias, como si el caso fuera sólo 

de alguna obligación de dar, de responsabilidad civil común, y no de una política estatal 

de reparaciones, así determinada por la Constitución Federal (DE STUTZ E ALMEIDA, 

2017: 22). Además, las reparaciones económicas estatales se basan legalmente en la 

legislación estatal y la Comisión de Amnistía debe establecer las reparaciones 

económicas indemnizatorias legitimadas por la Ley 10.559/02, que es federal. Se trata de 

dos sumas diferentes, con fundamentos jurídicos distintos y una legitimación jurídica 
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diferente. Fue el inicio de la resignificación del concepto de reparación, dentro de la 

estrategia de una nueva construcción de la memoria/verdad. 

Recordemos que la política constitucional de transición del Estado Federal 

implica, sobre todo y más allá de los fondos que recibirán las personas, la asunción del 

error del Estado brasileño al haber perseguido a sus propios ciudadanos por sus opiniones 

y posturas políticas. Como se ha visto en el capítulo anterior, este reconocimiento forma 

parte de la garantía de no repetición.  

 

2.4 Reforma de las instituciones 

Este es uno de los temas sobre los que menos se ha trabajado en Brasil, aunque se 

han realizado muchos cambios normativos a lo largo de los años. Al tratar el tema de la 

reforma de las instituciones, es importante destacar que puede tratarse tanto de 

instituciones normativas, es decir, de cambios en la legislación (constitucional o 

infraconstitucional), como de instituciones propiamente dichas, según el concepto que se 

explica a continuación. 

Para apoyar la línea de razonamiento aquí desarrollada, nos basaremos de nuevo 

en el trabajo de Ost (2005: 234) cuando aporta la contribución tanto de Hauriou como de 

Santi Romano para abordar la cuestión de las instituciones. Primer supuesto: dos ideas 

necesarias para la armonía social, y, al mismo tiempo, prácticamente antagónicas, son la 

estabilidad y el cambio. Segundo supuesto: es importante tener en cuenta que "estudiar 

el derecho como institución no es, pues, interesarse sólo por los estados de equilibrio del 

sistema; es también tener en cuenta las turbulencias, las discontinuidades, los estados de 

transición" (OST, 2005: 236).  ¿Cuál sería entonces el concepto de institución? 

Una institución es una idea de trabajo o de empresa que se realiza y perdura legalmente 

en un medio social; para la realización de esta idea, se organiza un poder en busca de 

órganos, y por otra parte, entre los miembros del grupo social, interesados en la 

realización de esta idea, se producen manifestaciones de comunión dirigidas por los 

órganos de poder regulados a través de procesos.(OST, 2005: 237) 

 

Complementando, apoyado por Santi Romano: 

La institución surge así como el medio por excelencia para comprometerse de forma 

duradera con el futuro en forma jurídica: es, escribirá [Santi Romano] "una unidad estable 

y permanente que no pierde necesariamente su identidad tras la mutación que se produce 

en este o aquel de sus elementos; siempre puede renovarse conservando intacta su propia 

individualidad". Por otra parte, y esta es una segunda ventaja de esta teoría institucional, 

permite escapar de una perspectiva estrictamente contractualista, que sólo engendra 
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"relaciones jurídicas" subjetivas y transitorias entre dos o varias personas, pero sin llegar 

a la permanencia y consistencia del derecho objetivo. (OST, 2005: 240) 

 

Más adelante, en el mismo texto, al afirmar que el Estado es la institución jurídica 

más importante para vincular el futuro, siempre que se lo conciba como un poder continuo 

y no sólo como un poder soberano, explica: 

La soberanía está del lado de la voluntad y, por lo tanto, de la capacidad de imponerse en 

el momento; la continuidad institucional, por el contrario, presupone la facultad de 

perdurar más allá de los cambios de personas y a través de las variaciones de las relaciones 

de poder. (OST, 2005: 242) 

 

La historia de Brasil es una historia de violencia. Y, según los supuestos 

enumerados hasta ahora, también es una historia de fragilidad institucional. La 

continuidad institucional, sobre todo en la historia republicana brasileña, no ha podido 

superar los cambios de personas o las variaciones en las relaciones de poder. Por eso hubo 

tantas alteraciones de Constitución a lo largo del siglo XX, y con un movimiento tan 

pendular entre regímenes más democráticos y otros tendentes al autoritarismo. 

Vale la pena repetir que, a los efectos de la transición del régimen autoritario 

inaugurado en 1964 a un Estado Democrático de Derecho, se produjo la primera y 

fundamental reforma de las instituciones efectivamente necesaria, que fue proclamada 

con pompa y circunstancia el 5 de octubre de 1988: una nueva Constitución Federal. 

Como ya se ha dicho, una Carta de los sueños del pueblo. 

No fue el resultado de una Asamblea Nacional Constituyente, así que demuestra 

la ausencia de rupturas importantes. No enfrentar las rupturas significó preterir el 

fortalecimiento de la vía institucional, en detrimento de la correlación de fuerzas que hizo 

la apertura lenta, gradual y segura propugnada por el propio régimen dictatorial. En otras 

palabras, el régimen dictatorial estaba controlando la transición a la democracia. Así, 

muchas de esas personas, y principalmente las mismas correlaciones de fuerzas, seguirían 

al mando del País. 

Al mismo tiempo, se ha dado el primer paso importante hacia el inicio del periodo 

de transición: una nueva Constitución democrática, dentro de los límites posibles en ese 

momento. Es pertinente, todavía, señalar que las relaciones democráticas de finales del 

siglo XX y principios del XXI son mucho más complejas que las del momento de 
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interrupción de la trayectoria de construcción del Estado Democrático de Derecho en 

Brasil en 1964. Ahora 

La representación parlamentaria ha perdido su monopolio como oráculo de la voluntad 

popular; expresándose a través de las encuestas, los medios de comunicación y los 

recursos ante los tribunales constitucionales, el pueblo ha salido de su mutismo y asume 

en adelante el tiempo continuo de una democracia en la vida cotidiana. (...) 

Hoy ya no es cierto que "el Parlamento hace la ley": esta prerrogativa debe ser compartida 

con los innumerables "empresarios legislativos" que han podido ver reconocido su 

derecho a participar en la elaboración de la norma general. (OST, 2005: 248) 

 

Poco después de la promulgación de la Constitución de 1988, una gran esperanza 

de reconstrucción de la democracia en Brasil dominaba a toda la población, de hecho. 

También es cierto que en ese momento, a principios de los años 90, tanto el sueño 

consagrado en la nueva Constitución podría realizarse, de manera plural, basado en los 

valores y principios constitucionales, como también podría frustrarse en la medida en que 

no había perspectiva de futuro, sino sólo intereses inmediatos, ignorando totalmente esos 

valores y principios: 

Generalizando, la democracia de opinión podría perfectamente dar el espectáculo de una 

división sin principio de recomposición y de una instantaneidad sin constancia. La tiranía 

de las encuestas, que revelan un electorado emocional y versátil, la acción de ciertos 

medios de comunicación, que generan reflejos plebiscitarios, y la multiplicación de los 

llamamientos a la anulación de las leyes, motivados por intereses egoístas más que por 

la preocupación por los principios, son algunos indicadores entre otros de la realidad de 

este riesgo. (OST, 2005: 248-249) (subrayado nuestro).  

 

En la época del golpe de 1964, había una serie de reformas institucionales, 

llamadas Reformas de Basis, que podrían haber elevado a Brasil a otro nivel en la 

construcción de una sociedad civil más participativa, menos violenta, menos autoritaria y 

de mayor control sobre el propio Estado. En cambio, lo que ocurrió fue una 

profundización de la represión, la violencia y el dominio del autoritarismo. Después de la 

apertura de ese régimen y con el advenimiento de la Constitución de 1988, se esperaría 

que la vía democrática fuera deseada por toda la sociedad brasileña y, por lo tanto, 

impulsada por las autoridades competentes. 

Pero, para que eso ocurriera, deberían haberse producido muchas reformas, 

especialmente en los ámbitos de la educación, la regulación agraria y urbana, la 

composición y el control de los poderes de la República y la propia representación 

democrática. Estas reformas habrían sido imprescindibles para que los otros ejes de 

memoria/verdad, reparación y persecución de los violadores de los derechos humanos no 
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se perdieran en acciones de mayor o menor impacto, pero, muy localizadas en un tiempo 

determinado, cuya "vida útil" parece estar expirando en estos tiempos de profunda 

angustia, perplejidad e intolerancia contemporáneas. En otras palabras, la falta de reforma 

de las instituciones ha hecho que el camino hacia la democracia en Brasil no haya durado 

treinta años. 

Inicialmente, la opción de los agentes públicos que conducían, o debían conducir, 

a Brasil en la transición a la democracia, en todos los Poderes de la República, fue la 

alternativa de ocultar los conflictos que ocurrían de forma latente en el País. No se trató 

de inicio de contemplar a ninguno de los ejes importantes para seguir este camino 

transitorio, no hubo esfuerzos por cumplir tal proceso, y, a pesar de los mandatos 

constitucionales que permitieron avanzar, se hizo de forma lenta, gradual y segura, como 

propugnaba el propio régimen de excepción.  

Cometer el error de ocultar los conflictos y apostar por consensos de fachada 

(OST, 2005: 315)  durante casi treinta años, llevó al impeachment de la presidenta de la 

República Dilma Rousseff, en 2016, y a la actual imposibilidad de realizar reformas 

institucionales de forma tranquila y mesurada. En estas tres décadas se ha perdido el 

tiempo de las reformas. La violencia y la intolerancia han echado raíces. Y lo más 

increíble: todo esto ocurrió sin que las autoridades admitiesen las rupturas institucionales. 

Hasta el gobierno elegido en 2018. 

Este punto sobre la reforma de las instituciones se refiere más a lo no hecho que a 

lo hecho. Se trata más de la ausencia que de la presencia. Para volver aún más complejo 

el panorama, esas fuerzas de la democracia de opinión (OST, 2005) han apostado por el 

otro peligro que es la exacerbación del conflicto desde 2013. Es decir, si había dos 

peligros a evitar permanentemente, Brasil ha logrado incurrir en ambos, y, 

simultáneamente, tornar el juego político aún más estrecho con todos los actores 

transformándose y actuando como enemigos, en un ambiente de desconfianza, violencia 

e intolerancia. El camino ahora no sólo es peligroso, sino profundamente delicado, frágil 

y largo. 

La reforma más importante de las instituciones, desde mi punto de vista, que, 

lamentablemente, no se ha llevado a cabo, es la política de transición del propio Estado 

brasileño: debería haber sido institucionalizada, distinta de los estados de ánimo de los 

elegidos para un determinado período. Lo que vimos fueron diferentes políticas de 

gobierno (dependientes de los sujetos que ocupan las funciones de la gestión pública), sin 
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ninguna estabilidad, por lo que no inspiraron la confianza necesaria para construir las 

promesas de un futuro democrático en Brasil. 

 

2.5 Responsabilidad (o justicia) 

La idea de persecución a los violadores de los derechos humanos en Brasil causa 

muchas controversias. Inicialmente queremos dejar constancia de que la referencia a la 

persecución es tanto a la persecución judicial, considerada en el ámbito civil y penal, 

como a la tramitación administrativa. Suele prestarse demasiada atención a la persecución 

penal, por lo que es importante reiterar que existen otros ámbitos de persecución judicial. 

Hecha esta primera observación, cabe destacar que, a diferencia del camino 

elegido por otros países, como Argentina, por ejemplo, que eligió la justicia como eje 

fundamental para la transición, investigando la responsabilidad penal de quienes 

secuestraron, torturaron y, de alguna manera, se convirtieron en agentes del estado de 

excepción, Brasil siempre ha evitado abordar esta dimensión.  

Es el asunto más oculto y en torno al cual se ha creado un verdadero tabú en el 

espectro de la transición brasileña. Curiosa y paradójicamente, fue la temática que inspiró 

y desencadenó todo el debate que ha tenido lugar desde finales de 2009, aunque de forma 

velada porque, como se ha visto en el punto anterior, la ocultación de los conflictos fue, 

hasta 2013, la alternativa errónea elegida por los agentes públicos para tratar los aspectos 

relativos a la transición. 

Es así que la percepción de la justicia, para calmar los traumas del pasado y sanar 

las heridas, no como venganza, sino como anamnesis, a través de la mediación del proceso 

judicial con todas las garantías del contradictorio, la amplia defensa y el debido proceso 

legal, conlleva el objetivo de lograr la reconciliación. Obsérvese que, bajo cualquier 

aspecto que se analice, este eje trata de la responsabilidad. Pero la cuestión de la 

responsabilidad aquí, como en cualquier aspecto de la Justicia Transicional, no es una 

responsabilidad civil, administrativa o penal ordinaria. Trata, sino, de la responsabilidad 

de los agentes públicos o privados, al servicio del Estado, de perseguir a los ciudadanos 

que, de alguna manera, discrepan o parecen discrepar del régimen autoritario.  

Esta no es una situación común, y no puede ser tratada legalmente como tal. Debe 

evaluarse de forma extraordinaria, porque los tiempos eran excepcionales.  
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 Así, uno de los aspectos que suelen surgir en este debate es la posibilidad o 

imposibilidad de encarcelar a los militares que hayan torturado a ciudadanos para obtener 

información o confesiones de cualquier tipo. A pesar de los obstáculos jurídicos que se 

plantean a esa responsabilidad penal, sostenemos que, en caso de condena penal o 

administrativa, una pena mucho más eficaz que la prisión sería la rebaja de rango y la 

retirada de los honores y medallas que el militar hubiera recibido. 

 En cualquier caso, en Brasil, el Ministerio Público Federal ha presentado decenas 

de denuncias penales contra agentes públicos. Estas quejas no han sido recibidas por el 

Poder Judicial con las más diversas alegaciones, que parten de la errónea comprensión de 

la supuesta amnistía proclamada por el Tribunal Supremo y van hasta la prescripción, 

pasando por la irretroactividad de la ley penal. No es nuestro propósito aquí analizar más 

profundamente este aspecto.9   

 Sobre la sentencia de la ADPF 153, ya mencionada anteriormente, cabe hacer 

algunas consideraciones. Es importante recordar que el STF ejerció el control de 

constitucionalidad en el juicio de la ADPF 153. Así pues, la cuestión básica que se 

planteaba en ese caso era si la Ley 6.683/79 había sido acogida o no por la Constitución 

de 1988, a la vista de los preceptos constitucionales fundamentales. La respuesta del STF 

fue positiva. Hubo recepción. Y el control de constitucionalidad fue ejercido por la 

autoridad competente. 

Por otro lado, en 2010, hubo otro control también ejercido por la autoridad 

competente, que fue el control de convencionalidad: el control de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos sobre el cumplimiento o incumplimiento por parte de Brasil, 

Estado miembro de la Organización de Estados Americanos (OEA), de la Convención 

Americana. En este sentido, la Corte, órgano competente para evaluar el cumplimiento 

de la Convención, juzgó que Brasil estaba incumpliendo la Convención Americana en 

diferentes puntos, y lo condenó, determinando una serie de medidas a adoptar y 

providencias a tomar.10 

Uno de los fundamentos de esta decisión establece que 

                                                           
9 Sobre el trabajo del MPF en materia de Justicia Transicional desde 1999, véase: 

https://justicadetransicao.mpf.mp.br/. El sitio web también contiene información sobre el camino 

emprendido por el MPF para superar los obstáculos legales a la rendición de cuentas, como la alegación de 

prescripción penal: https://justicadetransicao.mpf.mp.br/justica-criminal. 
10 Véase, a este respecto, la decisión en 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_219_por.pdf. 

https://justicadetransicao.mpf.mp.br/
https://justicadetransicao.mpf.mp.br/justica-criminal.
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_219_por.pdf.
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el Estado es responsable de la violación de los derechos a las garantías judiciales y a la 

protección judicial previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento, al no 

investigar los hechos del presente caso, y al no procesar y sancionar a los responsables. 

(subrayado nuestro). 

 

Nótese que el juicio y la sanción de los responsables se refiere aquí tanto a los 

"agentes públicos" responsables como a los civiles, "agentes privados", que, en 

consonancia con el estado de excepción, persiguieron a ciudadanos brasileños. Y también 

significa responsabilidad en los ámbitos penal, civil y administrativo. Y en ningún 

momento la decisión de la Corte Interamericana está basada en la Constitución brasileña 

de 1988. Y tampoco podría. Esta competencia pertenece exclusivamente al STF. El 

fundamento jurídico es la Convención Americana, cuya competencia, también exclusiva, 

es de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Por lo tanto, se trata de una falsa 

polémica, una falsa contradicción, entre la decisión del STF y la decisión de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. Es un artificio más que sigue los mismos patrones 

de los dos peligros para la democracia mencionados anteriormente: la exacerbación de 

los conflictos y la ocultación de los mismos. 

Además, en ningún momento, el STF hizo referencia a los "agentes privados" de 

la represión brasileña (DE STUTZ E ALMEIDA, 2014). Esto significa que, ni siquiera, 

este óbice podría ser señalado para evitar la responsabilidad en cualquier ámbito. Y lo 

más importante: no son situaciones ordinarias. Son situaciones de persecución de los 

ciudadanos por parte del Estado brasileño, a través de sus propios agentes o de alianzas 

con el empresariado y las organizaciones civiles para violar los más elementales derechos 

de libertad, que son garantias expresas en la Constitución, en todas las cartas 

constitucionales, incluso las promulgadas durante la dictadura. 

Si la legalidad es tan querida por los brasileños (PEREIRA, 2010), llama la 

atención que dicha ilegalidad no cause sorpresa. sólo se explica realmente por la profunda 

violencia y represión características de toda nuestra historia. Son mayores que cualquier 

forma de indignación, porque provocan un miedo atávico que acaba neutralizando la 

indignación y naturalizando el autoritarismo. 

 El momento actual de intolerancia y violencia, de desconfianza en la 

representación parlamentaria y en la propia democracia, y de profunda inseguridad en 

todos los aspectos está poniendo en cuestión incluso las políticas públicas ya 
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implementadas sobre memoria, verdad y reparación. Esto probablemente significa que no 

habrá condiciones para producir un consenso respecto a la forma de responsabilizar a los 

violadores de los derechos humanos. Y esta es una de las más importantes etapas de la 

transición brasileña. El eje de la responsabilización será, una vez más, pospuesto. 

 

2.6 A título de síntesis 

El proceso de transición en Brasil está consagrado en la Constitución Federal. 

Debe cumplirse en su totalidad. Existe una legislación infraconstitucional que orienta 

todas las acciones que deben implementar los poderes públicos para que el País se 

convierta en un Estado Democrático de Derecho. El rechazo a esta implementación 

significa también el rechazo a la construcción de un Estado Democrático de Derecho. Por 

eso el peligro de la justicia transicional inversa que estamos viviendo. 

Retomando la ilustración del cuento sobre la luna y el dedo, o sobre la verdad y 

sus múltiples narraciones, es necesario mirar a la luna y no a los muchos dedos que han 

apuntado en diferentes direcciones. Esto significa que muchas controversias sobre 

cuestiones vinculadas al proceso de transición acaban desperdiciando importantes 

energías para reafirmar los supuestos consensuados y para los esfuerzos de construcción 

de nuevos consensos a fin de consolidar la democracia como un valor incuestionable en 

Brasil. Los supuestos consensuados son que hubo un golpe de Estado en 1964; que no es 

deseable un estado de excepción; que son deseables y se propugnan relaciones más 

democráticas, justas, solidarias, plurales e inclusivas en el orden constitucional; y, 

finalmente, que deben cumplirse los mandatos constitucionales. 

Por lo tanto, el proceso constitucional de la transición brasileña aún no se ha 

puesto en marcha. Los avances logrados se han deshecho, pero es necesario detener este 

retroceso y volver a avanzar en estas agendas, para que sea posible construir 

efectivamente un Estado Democrático de Derecho en Brasil que nunca más persiga a sus 

ciudadanos. Esta es la tarea que tenemos a partir de ahora. 
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3 - JUSTICIA TRANSICIONAL INVERSA 

 

Esta expresión puede parecer un oxímoron, ya que los mecanismos de la justicia 

transicional, como hemos visto, sirven precisamente para promover la condición de 

Estado Democrático de Derecho a un Estado, de lo contrario, no tiene sentido. ¿Cómo 

puede haber, por lo tanto, una justicia transicional inversa? La intención es demostrar que 

todos los retrocesos observados en Brasil, cuyo inicio ha sido en 2015, y se han 

intensificado aún más desde 2019, están deconstruyendo los avances tan duramente 

conquistados y garantizados por la Constitución Federal, y pueden llevar al 

desmantelamiento del Estado Democrático de Derecho. 

El problema que se explora en este capítulo es el conjunto de retrocesos en la 

obediencia al mandamiento constitucional de la Justicia Transicional aplicado al caso 

brasileño y la hipótesis es que la situación aquí llamada justicia transicional inversa 

impide la construcción del Estado Democrático de Derecho y conlleva otros peligros. 

Uno de los pilares del Estado Moderno es la secularización del Estado. En la 

misma línea está la afirmación de la defensa de los llamados derechos humanos como 

base de las constituciones, designados con la nomenclatura de derechos fundamentales. 

En el caso brasileño, un grupo de derechos fundamentales, los derechos individuales, son 

una cláusula permanente de la Constitución Federal. En sí misma, esta configuración ya 

demuestra su relevancia entre las premisas constitucionales.  

La libertad de creencias (art. 5, VI) es uno de estos derechos individuales 

consagrados en la Constitución de 1988. Por lo tanto, se puede afirmar que la imposición 

de una determinada creencia está prohibida por la Constitución brasileña, ya que nuestra 

República ha establecido desde su inicio que el Estado brasileño es laico. Junto a esto, el 

énfasis en la libertad religiosa es también uno de los esfuerzos para la mejora de las luchas 

por la plena democratización de la sociedad. Conviene señalar que la imposición de una 

determinada creencia o conjunto de preceptos religiosos es una forma de autoritarismo. 

Las discusiones acerca del autoritarismo ya tenían parte en el contexto político 

brasileño desde los primordios de la historia republicana, teniendo en cuenta los 

recurrentes períodos dictatoriales. La experiencia más reciente de un estado de excepción 

se enterró precisamente con la Constitución Federal del 5 de octubre de 1988. En aquel 

momento histórico existía un intenso deseo de construir un Estado Democrático de 
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Derecho que garantizara, entre otras condiciones, que nunca más hubiera persecución por 

parte del Estado contra sus propios ciudadanos. 

Este deseo es compatible con el contexto histórico de la última década del siglo 

XX, cuando varios otros Estados latinoamericanos que también vivieron situaciones de 

autoritarismo estatal, en la misma línea, buscaron construir Estados Democráticos de 

Derecho. Como se ha dicho, en el caso brasileño, se sigue discutiendo sobre esta temática 

a consecuencia de la última dictadura a la cual fue sometido el País, perdurando dos 

décadas de este siglo, entre los años sesenta y ochenta. Sin embargo, las narrativas de las 

autoridades brasileñas sobre el periodo parecen valorar la represión, el autoritarismo y la 

violencia. Además, otra forma de autoritarismo, el fundamentalismo religioso, parece 

aplicarse furtivamente por iniciativa del propio Gobierno.  

Así pues, los mecanismos de la justicia transicional están en vigor, pero están 

siendo distorsionados y mal caracterizados, constituyendo una verdadera justicia 

transicional inversa. Se especula al final si tal vez esta justicia transicional inversa no 

sería, en rigor, un proyecto de poder político para llevar a Brasil a una teocracia, lo que, 

obviamente, sólo podría ocurrir con el comprometimiento del Estado Democrático de 

Derecho. 

 

3.1 El concepto de justicia transicional inversa 

Hemos conceptualizado, en el capítulo 2, la justicia transicional como el conjunto 

de herramientas o protocolos que deben ser implementados en las sociedades a partir 

del Estado, para que haya consenso y conciencia sobre la postura democrática, tanto en 

las relaciones entre Estado y Sociedad como en las propias relaciones sociales, buscando 

alcanzar un nivel de confianza y solidaridad tal que permita la reconciliación nacional 

y la curación de eventuales heridas derivadas de los traumas de un período de excepción, 

para pensar en el caso brasileño. 

Disponemos de 4 herramientas, como también hemos señalado en el capítulo 

anterior. Son ellas: 1) el binomio memoria/verdad; 2) la reparación; 3) las reformas 

institucionales y 4) la rendición de cuentas. En Brasil, como también hemos visto, la 

Constitución eligió la reparación como principal instrumento para llevar a cabo la 

transición, con la amnistía política como eje estructurador. A raíz de esto, también se 

establecieron políticas públicas sobre la memoria/verdad. 
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 Por lo tanto, y en vista de los retrocesos experimentados en Brasil, podemos 

conceptualizar la justicia transicional inversa como el retroceso en el campo de la 

reparación, con el objetivo de construir una nueva memoria que niegue el golpe de 

Estado de 1964 y destruya las relaciones democráticas y la confianza de la sociedad en 

el Estado, potenciando los conflictos latentes y fomentando tanto la violencia como la 

intolerancia en las relaciones sociales. 

Veamos cómo se está construyendo esta justicia transicional inversa, cuyo 

significado, hay que afirmar, es el contrario del mandamiento constitucional transicional. 

Como hemos visto, tanto en el campo de la reparación como en el del binomio 

memoria/verdad, Brasil pudo demostrar sus logros, a pesar de que no habíamos realizado 

las reformas institucionales necesarias, ni habíamos avanzado prácticamente nada en el 

campo de la responsabilización de los agentes violadores de los derechos humanos. Estas 

acciones fueron vistas como políticas públicas que podrían sufrir ataques, pero serían 

políticas de Estado, entendidas e incorporadas como tales por el Estado brasileño, es 

decir, institucionalizadas y, por lo tanto, no amenazadas de extinción. Esto es un gran 

error.  

En lugar de profundizar en las relaciones democráticas y construir mecanismos 

para una mayor participación de la sociedad civil en las decisiones del País y en el control 

de las relaciones de poder, con la institucionalización de los instrumentos democráticos, 

lo que tenemos es el desmantelamiento, puro y duro, de las pocas iniciativas que se 

lograron, y el intento de idealizar el período de excepción.   

Así es que una frase recurrente de las autoridades constituidas desde 2014 es que 

"las instituciones democráticas están funcionando". Sin embargo, para que esta 

afirmación sea correcta, estas mismas instituciones deben ser capaces de promover y 

gestionar tanto la estabilidad como el cambio, como se ha señalado anteriormente. Por el 

contrario, lo que ha ocurrido en Brasil, sobre todo después de las grandes manifestaciones 

populares que ocurrieron en junio de 2013, es justamente la inestabilidad, según los 

humores del mercado financiero, de quienes ocupan los cargos en la Administración 

Pública, e incluso del momento o de la composición de los colegiados de los Tribunales 

Superiores. No hay gestión del cambio, hay un cambio de identidad de las instituciones, 

o explicando más claramente, hay una falta de institucionalización. 

Si no hay institucionalización, significa que todo el proceso de transición está en 

riesgo, porque se están deshaciendo las dimensiones de memoria/verdad y reparación. En 
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otras palabras, se está incumpliendo sistemáticamente el mandato constitucional para 

deshacer todo el camino que se ha logrado con relación a la transición  

 

3.1.1 Contratiempos en el ámbito de las reparaciones 

Para empezar a reflexionar sobre los reveses, es necesario resumir algunas 

premisas que existían en octubre de 1988 y que siguen siendo válidas: 

1) hubo un estado de excepción, que persiguió a los ciudadanos por motivación 

política y, al hacerlo, creó un derecho a la declaración de amnistía política, como se 

admite en la propia Constitución de 1988. En otras palabras, existe el derecho a la 

amnistía política para aquellos que fueron perseguidos por el Estado brasileño; 

2) el proceso de reparación fue elegido para inaugurar la transición brasileña hasta 

el Estado Democrático de Derecho 

3) la creación de un órgano con la misión constitucional de examinar esta cuestión 

4) el órgano que será creado tendrá esta competencia exclusiva, y deberá actuar 

según los supuestos de la llamada Justicia Transicional. 

Como resultado de estas premisas, en 2002, se promulgó la Ley nº 10.559, que 

fue una conversión de la “Medida Provisória n° 65” (MP - Medida Provisional), emitida 

en este mismo año con idéntica redacción, aunque la Comisión de Amnistía hubiera sido 

creada el año anterior (2001), mediante otra Medida Provisional. En otras palabras, el 

Estado brasileño creó una Comisión Estatal, la Comisión de Amnistía, para examinar las 

solicitudes de declaración de amnistía política. De este modo, la Comisión de Amnistía 

pasó a ser responsable de conducir el proceso de transición brasileño, teniendo como 

principio rector la reparación integral, en los términos de la disposición constitucional. 

Inicialmente, la Comisión de Amnistía estaba vinculada al Ministerio de Justicia, 

y permaneció allí hasta 2019, cuando fue reubicada en el Ministerio de la Mujer, la 

Familia y los Derechos Humanos. Sin embargo, la Ley 10.559/02 sólo se modificó para 

hacer compatible este cambio de asignación, sin que fueran modificadas las competencias 

de la Comisión. Y no podía ser de otra manera, ya que esta ley regula la disposición 

constitucional, como se ha visto, y, por lo tanto, no puede restringir o alterar el alcance 

de la Constitución, que es lograr el proceso de transición brasileña. Hasta el año 2017 la 

Comisión de Amnistía mantuvo el concepto de reparación integral que determina la 
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Constitución. Entre los años de 2017 y 2019 este concepto comenzó a sufrir una sutil 

revisión y, a partir de 2019, se desvirtuó por completo hasta convertirse en inexistente. 

 La perspectiva adoptada por la ministra Damares, que comanda la Cartera de la 

Mujer, la Familia y los Derechos Humanos, y del Presidente de la República es la misma. 

Ambos han transmitido en diferentes declaraciones informales u oficiales que la 

indemnización otorgada es por corrupción, porque no hubo persecución política, ya que 

ni siquiera hubo un golpe de Estado.11 Y si no había Estado de excepción, evidentemente 

tampoco había persecución política, sino sólo y únicamente cumplimiento de la 

legislación, vigilancia de los comunistas y de los que querían subvertir el orden legal, y 

castigo para los terroristas y subversivos en general. Todo dentro de la ley. Esta es la 

narrativa que el actual gobierno ha creado y que ya ha sido explicada en una votación por 

la propia Comisión de Amnistía:  

[...]13. También hay que señalar que los archivos públicos, en nombre de la demandante, 

presentan algunos documentos. En particular, cabe mencionar los archivos de la Policía 

Civil de São Paulo - DOPS: figura como uno de los metalúrgicos detenidos el 6/11/1979; 

un informe fechado el 08/04/1981 señala la recepción de un acta de exhibición e 

incautación de varios folletos, relacionados con las pintadas en la pared que involucran al 

epigrafiado; un informe fechado el 04/1981 señala, entre otras cosas, que en la madrugada 

del 08/08, el epigrafiado y otros fueron encontrados pintados en el edificio [...] con 

consignas de propaganda de Chapa (...); hay prisión preventiva el 14/03/1977, acusado 

del art. 121; §2º, I, CP; hay una detención durante una asamblea de metalúrgicos en 

octubre de 1981; hay una orden de detención el 21/03/1977 (condenado). 

14. El análisis de los documentos no prueba la persecución política, al estar relacionados 

con hechos del ámbito del derecho penal (pintadas en paredes). 

15. En definitiva, se verifica que la presente solicitud no se ajusta a las disposiciones de 

la Ley número 10.559/2002, ya que no se ha demostrado que el Solicitante haya sido 

víctima directa de un castigo o persecución que pueda calificarse de "motivación 

exclusivamente política", que pueda dar lugar a la declaración de amnistía, a la que se 

refiere el artículo 2, caput de la Ley número 10.559/2002. (subrayado nuestro. Se han 

suprimido de la cita algunas partes que contienen números de documentos o datos que 

pueden revelar la identidad del solicitante). 12 

 

                                                           
11 A pesar de haber declarado que respetaría la Ley de Amnistía 

(https://agenciabrasil.ebc.com.br/politica/noticia/2019-07/bolsonaro-pretendo-respeitar-lei-da-anistia), el 

presidente Jair Bolsonaro, en una transmisión en vivo el 27 de agosto de 2020, junto con la ministra 

Damares, dijo: que la Ley de Amnistía fue hecha por el PT "para beneficiar a sus amigos que tal vez fueron 

a pedir una indemnización"; "El último número al que tuve acceso es de 38.000 amnistiados. Es demasiada 

gente", "¿Qué querían estas personas en el pasado, por qué luchaban?, ¿Por qué causa luchaban?, ¿Qué 

querían hacer aquí en Brasil? (SAID, Flávia. En directo con Damares, Bolsonaro dice que hay "demasiada 

gente" amnistiada. Congreso en foco, 27 de agosto de 2020. Disponible en: 

https://congressoemfoco.uol.com.br/direitos-humanos/em-live-com-damares-bolsonaro-diz-que-ha-gente-

demais-anistiada/) 
12 Extracto del voto en el caso nº 20**.**.****6 (se ha omitido la numeración del caso para preservar al 

demandante, en vista de que el trato dispensado por la actual Comisión de Amnistía ha hecho temer alguna 

forma adicional de persecución). 

https://agenciabrasil.ebc.com.br/politica/noticia/2019-07/bolsonaro-pretendo-respeitar-lei-da-anistia
https://congressoemfoco.uol.com.br/direitos-humanos/em-live-com-damares-bolsonaro-diz-que-ha-gente-demais-anistiada/
https://congressoemfoco.uol.com.br/direitos-humanos/em-live-com-damares-bolsonaro-diz-que-ha-gente-demais-anistiada/
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En el caso en cuestión, el metalúrgico que solicitó la declaración de amnistía 

política a la Comisión de Amnistía adjuntó pruebas de que era militante del "Partido 

Comunista do Brasil" (PCdoB - Partido Comunista de Brasil), y, como tal, actuaba en el 

Sindicato de Metalúrgicos de São Paulo, dirigía huelgas, a causa de tales actividades fue 

detenido, y en el expediente consta toda la documentación que prueba estas alegaciones. 

El argumento, por lo tanto, para rechazar la declaración de amnistía política, es decir, para 

rechazar la reparación, no es la falta de pruebas, sino que los hechos probados no 

configuran una persecución política, ya que se limitan a una mera consecuencia de la 

infracción de la legislación penal de la época, que prohibía las huelgas, las pintadas en las 

paredes y la agitación subversiva. Hay otra aplicación en la que la perspectiva se hace 

aún más explícita: 

Así, se verifica que la decretación de la prisión no ocurrió por simple acto persecutorio 

del Estado, motivado por cuestiones políticas; por el contrario, ocurrió para intentar 

frenar la continuidad de actividades nocivas y peligrosas para la Seguridad Nacional, 

que buscaban provocar la lucha por la violencia entre las clases sociales y el 

acicalamiento de las personas. (subrayado nuestro)13 

 

Ahora bien, la declaración extraída del voto citado no deja dudas sobre la función 

de la Comisión de Amnistía: ya no es una Comisión de Estado, creada para cumplir el 

mandato constitucional de la transición en el eje de la reparación. Es una comisión 

gubernamental destinada a combatir la corrupción. ¿Y por qué combatir la corrupción? 

Exactamente por el pensamiento explicado en el voto anterior: había que combatir las 

actividades subversivas y terroristas de quienes se atrevían a desafiar al gobierno que, por 

su parte, había liberado a Brasil del peligro comunista; los sucesivos gobiernos de 

excepción no eran gobiernos de excepción, sino que actuaban en nombre de la seguridad 

nacional para garantizar la paz en Brasil, dentro de la legalidad. Fueron gobiernos que 

continuaron la revolución de 1964 y combatieron a los subversivos y terroristas, como 

los requirentes (demandantes) cuyos votos de rechazo se pusieron como ejemplo. 

En resumen: si los ex subversivos/terroristas, que fueron combatidos dentro de la 

legalidad, empezaron a recurrir a la Comisión de Amnistía para pedir una reparación, 

sobre todo económica, no están haciendo otra cosa que pedir dinero público para sus ex 

compañeros (nótese que entre los años de 2003 y 2016 el gobierno federal estaba en 

                                                           
13 Extracto del voto en el caso nº 20**.**.****4 (se ha omitido la numeración del caso para preservar al 

demandante, en vista de que el trato dispensado por la actual Comisión de Amnistía ha hecho temer alguna 

forma adicional de persecución). 
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manos del PT), sea en forma de cuota única, o en forma de cuotas mensuales, tal como 

ocurrió en los escándalos de los cuales participaron activamente los parlamentarios (como 

en el llamado "mensalão"), configurando, de esta manera, una forma de corrupción.  

El argumento principal es que no hay motivo para ninguna forma de reparación, 

porque no hubo persecución política. Y no hubo persecución política porque no hubo 

estado de excepción. Los que obtuvieron indemnizaciones en el periodo anterior al año 

de 2019, en la Comisión de Amnistía, las obtuvieron porque los gobiernos anteriores 

formaban parte de tramas corruptas (dando dinero a estos subversivos que crearon 

problemas en el pasado y ahora quieren enriquecerse a costa del dinero público). 

Además, una de las recientes decisiones de la Comisión de Amnistía demuestra 

claramente la revictimización de quienes buscan una Comisión Estatal. La Comisión 

debería estar cumpliendo con el mandato constitucional de proceder a la reparación 

integral por la persecución política impuesta anteriormente; por el contrario, la actual 

Comisión revela una nueva persecución política ya que afirma que los que pasaron por el 

sufrimiento en el pasado merecían ese sufrimiento. Se trata de una persona que era 

ingeniero en Santa Catarina y miembro de uno de los grupos de resistencia, llamado 

"Movimento Revolucionario 8 de Outubro" (MR8 - Movimiento Revolucionario 8 de 

Octubre). Fue despedido, detenido, con pruebas en los registros, pero la Comisión 

entendió que no había carácter político en la detención y persecución del demandante, 

porque sus opiniones y su militancia, en ese momento, no estaban permitidas por la 

legislación. Las declaraciones de la decisión del proceso son elocuentes de la posición de 

la Comisión de Amnistía: 

(...) 9. Por tanto, se considera que el demandante militaba en una organización de lucha 

armada, responsable de muertes y atentados. 

10. No se trata de la libertad de pensamiento político, sino de la militancia en una 

organización al margen de la ley, ya que muchos ciudadanos expresaron su pensamiento 

y no fueron perseguidos. Hubo oposición legal dentro de los partidos políticos y en otros 

segmentos de la sociedad, incluso los círculos académicos y artísticos. Había elecciones 

libres, festivales de la canción, canciones de protesta y las librerías vendían libros de 

línea socialista y marxista. 

11. Ser vigilado por pertenecer al marco de la lucha armada ilegal y criminal no 

configura una persecución política, como ocurría y ocurriría, hoy, en cualquier 

investigación policial, máxime, militando en grupos criminales. No era un militante 

político en una organización legal; por el contrario, formaba parte de una organización 

al margen de la ley, que cometía crímenes bárbaros y violencia. 

12. Por los argumentos expuestos, entiendo que la presente solicitud no está respaldada 

por la Ley nº 10.559/2002. (subrayado nuestro) 14 

                                                           
14 El texto completo del procedimiento administrativo en https://tinyurl.com/w745hma4. 

https://tinyurl.com/w745hma4
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    Por último, coronando la revictimización de quienes sufrieron persecución política por 

parte de los gobiernos militares durante la dictadura, y que desde 2002 buscan en la 

Comisión de Amnistía la reparación integral de la misma persecución, un toque de 

crueldad por parte de la actual Administración Pública Federal: la ministra Damares 

Alves firmó un Convenio de Cooperación Técnica con el Comando de la Fuerza Aérea 

para realizar citaciones y notificaciones personales.15 Esto significa que todas y cada una 

de las comunicaciones/informaciones con aquellas personas que ya están traumatizadas 

por la persecución sufrida por el personal militar o que lo involucra, dejarán de ser 

realizadas por Correos, como siempre ha sido. A partir de ahora, las informaciones a los 

interesados sobre el progreso de sus solicitudes serán suministradas por los miembros 

uniformados de la Fuerza Aérea.  

           Otra situación muy grave fue la discusión absurda acerca de la competencia para 

examinar las solicitudes de amnistía política. Hasta el año 2016 no había ninguna duda al 

respecto, porque la Ley 10.559/02, que regula la materia, es bastante clara: 

Art. 12 Se crea la Comisión de Amnistía, en el ámbito del Ministerio de Justicia, con la 

finalidad de examinar las solicitudes a que se refiere el art. 10 de esta Ley y asesorar al 

respectivo Ministro de Estado en sus decisiones. (subrayado nuestro) 

 

Antes de seguir adelante, hay que referirse al propio texto de la Ley 10.559/02. 

Dice: "Regula el art. 8 del Acto de Disposiciones Constitucionales Transitorias y dicta 

otras disposiciones". Esto significa que esta es la norma jurídica que regulará la política 

de reparación del Estado brasileño, a partir de la amnistía política anunciada por la 

Constitución de 1988. No se trata de una norma administrativa cualquiera, porque es la 

concreción de la política constitucional de reparación y, en consecuencia, en el caso 

brasileño, la inauguración de una Comisión Estatal con competencia administrativa para 

evaluar las solicitudes de amnistía política, y que sería, simultáneamente, el buque 

insignia del proceso transicional brasileño. 

La decisión constitucional para la transición a la democracia fue determinada por 

el artículo 8 del ADCT. Para regular esta disposición constitucional se creó una Comisión, 

obviamente estatal, es decir, institucionalizada como la responsable de aplicar la política 

de reparación, a partir de las solicitudes de amnistía política. Se creó dentro del Ministerio 

                                                           
15 https://www.in.gov.br/en/web/dou/-/extrato-de-acordo-de-cooperacao-tecnica-343945921 

https://www.in.gov.br/en/web/dou/-/extrato-de-acordo-de-cooperacao-tecnica-343945921
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de Justicia, pero podría haber sido autónomo o en cualquier otro Ministerio. Tanto es así 

que desde enero de 2019 se ha asignado dentro de la estructura del Ministerio de la Mujer, 

la Familia y los Derechos Humanos. 

Durante el período en que la Comisión estuvo dentro del Ministerio de Justicia, 

significaba que las firmas de las Ordenanzas de amnistiado político recaían en el Ministro 

de Justicia para generar efectos legales. El artículo 10 de la misma ley decía exactamente 

eso: "el Ministro de Justicia será responsable de decidir sobre las solicitudes basadas en 

esta ley".  Si la decisión final era del Ministro y la Comisión de Amnistía es el órgano del 

Estado que le asesora en esta materia, era perfectamente posible que el Ministro no 

estuviera de acuerdo con ningún voto emitido por tal Comisión, así pues, podría pedirle 

que reviese su posición.  

Pero el Ministro no podía obtener la base de sus razones de otro organismo, bajo 

pena de desviación de poder. Existe jurisprudencia tanto del Tribunal Superior de Justicia 

como del Tribunal Supremo en el sentido de que la competencia de la decisión 

corresponde al Ministro de Justicia. Y no podía ser de otra manera, ya que la Ley 

10.559/02 es expresa en este sentido. La misma jurisprudencia establece también, al igual 

que el artículo 12 aquí reproducido, que el órgano consultivo para esta cuestión específica 

es la Comisión de Amnistía. Así, el Ministro podría rechazar la posición de la Comisión, 

como ha ocurrido a menudo, devolverla para su reconsideración con sus razones de 

desacuerdo y el caso sería llevado a un nuevo análisis por el Consejo de la Comisión de 

Amnistía. 

Sin embargo, a partir de 2017, el titular de la Cartera de Justicia, al no estar de 

acuerdo con los votos emitidos por la Comisión de Amnistía, solicitó el asesoramiento de 

otro órgano del Ministerio, concretamente de la "Consultoria Jurídica" (Conjur - Asesoría 

Jurídica). Esta se presenta, entonces, como un órgano competente para elaborar un 

dictamen, por lo que hubo muchos casos en los que la Conjur actuó como órgano revisor 

de la Comisión de Amnistía. Los supuestos fundamentos de que la decisión era 

responsabilidad del Ministro y que tanto la Comisión como la Conjur son órganos 

consultivos desconocen que la Conjur es, efectivamente, un órgano de asesoramiento y 

consulta para cualquier aspecto jurídico; en situaciones comunes, ordinarias y cotidianas 

en cualquier instancia de la Administración Pública. La política constitucional transitoria, 

todavía, no es una situación común, ordinaria y cotidiana de la Administración Pública. 
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A los efectos de una política constitucional de Estado, institucionalizada por el 

artículo 8 del ADCT y regulada específicamente por la Ley 10.559/02, no hay otra 

posibilidad de asesoramiento, ya que esta Ley creó un órgano, también de Estado y, por 

lo tanto, institucionalizado, que debe ser inmune a los estados de ánimo de las personas y 

a las correlaciones de fuerzas políticas. Este organismo es la Comisión de Amnistía. 

En 2019, con la toma de posesión del nuevo gobierno elegido, hubo una reforma 

administrativa, que creó el "Ministerio da Mulher, da Família, e dos Direitos Humanos" 

(MMFDH - Ministerio de la Mujer, de la Familia y de los Derechos Humanos) , y 

transfirió la Comisión de Amnistía del Ministerio de Justicia a este nuevo Ministerio. El 

Ministro encargado de la Cartera cambió casi por completo la composición del Consejo 

y elaboró un nuevo reglamento interno para la Comisión. Mediante esta nueva 

configuración, la Comisión dejó de ser una Comisión Estatal para convertirse en una 

Comisión Gubernamental. Y las tareas de las políticas constitucionales de reparación, 

memoria y verdad fueron totalmente destruidas. A modo de ejemplo, los nuevos 

consejeros son personas que no reconocen el golpe de Estado de 1964, además de 

proclamar que algunos torturadores fueron héroes y de llamar ocasionalmente 

"terroristas"16 a los solicitantes presentes en las sesiones que examinan sus peticiones de 

amnistía política.  Se trata de una subversión total de la Comisión de Amnistía y, por lo 

tanto, del mandato constitucional.17  

Tal vez no sea sólo una coincidencia que todo este retroceso se produzca bajo la 

Cartera de Mujer, Familia y Derechos Humanos. Una posibilidad de análisis que 

apuntamos aquí es precisamente que en los márgenes del constitucionalismo brasileño se 

está construyendo una especie de globo sonda para algo parecido a una teocracia, basada 

precisamente en la reelaboración narrativa de las libertades constitucionales, tomadas 

desde el fundamentalismo religioso. Aunque esta posibilidad sea completamente 

descabellada, es ciertamente una clara pauta para revertir los mecanismos de la justicia 

                                                           
16 Esta situación ha aparecido en la prensa muchas veces, como en el ejemplo: 

https://noticias.uol.com.br/politica/ultimas-noticias/2019/08/10/anistiando-terrorista-e-decisao-com-base-

em-infancia-militar-as-decisoes.htm. 
17   Una de las grandes señales de la transición inversa es la nueva postura de la Comisión de Amnistía y de 

la ministra Damares asumiendo la narrativa de la amnistía como olvido, es decir, nada ocurrió en Brasil, 

nada debe ser averiguado, no hubo golpe de Estado, no debe haber reparación, ni rendición de cuentas, ni 

memoria, ni verdad, porque los hechos fueron borrados con la Ley 6.683/79. Hubo una incorporación de la 

narrativa del olvido. 

https://noticias.uol.com.br/politica/ultimas-noticias/2019/08/10/anistiando-terrorista-e-decisao-com-base-em-infancia-militar-as-decisoes.htm.
https://noticias.uol.com.br/politica/ultimas-noticias/2019/08/10/anistiando-terrorista-e-decisao-com-base-em-infancia-militar-as-decisoes.htm.
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transicional, y así actuando, institucionalmente, el Estado brasileño impide la 

construcción del estado democrático de derecho. 

Volviendo a la actuación de la ministra Damares Alves, en lo que respecta a la 

modificación del reglamento interno, se afirma aquí que hubo una usurpación de la 

competencia de la Comisión para evaluar las solicitudes de amnistía política, ya que se 

eliminó la posibilidad de un recurso administrativo ante la Comisión. Según las nuevas 

normas, el Consejo delibera y, en caso de disconformidad por parte del solicitante, el 

recurso se dirige a la propia ministra, que se limita a preparar una simple orden, que suele 

desestimar todos los recursos. No se vota, no se evalúa, no se juzga, no se discute. sólo 

hay una orden que decide el rechazo. Y por alguien que no tiene competencia 

administrativa para analizar, porque el análisis es responsabilidad exclusiva de la Junta 

de la Comisión y no de quien firma la Ordenanza. No se puede argumentar que el 

reglamento interno otorgue esta competencia al titular de la Cartera, ya que la Ley 

10.559/02, que es una norma legal jerárquicamente superior al reglamento, atribuye esta 

competencia exclusivamente al Consejo de la Comisión de Amnistía.18  

La decisión de firmar o no la Ordenanza corresponde al Ministro. Si decide 

firmarlo es decir, si está de acuerdo con el examen realizado por el Consejo de la 

Comisión de Amnistía, el despacho ministerial dispone su publicación en la prensa oficial 

después de que el titular de la Cartera lo firme. Es decir, el responsable de la oficina 

ministerial donde se encuentra la Comisión de Amnistía decide si se publica o no el 

documento. Si se decide por la publicación, significa que está de acuerdo con los 

fundamentos de esta decisión. Si no está de acuerdo, o tiene alguna duda sobre los motivos 

(voto del Consejo), debe formular sus preguntas y devolver la decisión al Consejo para 

que la examine de nuevo. 

Esto significa que dicho acto es complejo: el Consejo de la Comisión de Amnistía 

tiene competencia exclusiva para examinar y, por lo tanto, asesorar al titular de la Cartera 

ministerial. Esta es la inteligencia del artículo 12 de la Ley 10.559. La ley no deja lugar a 

dudas sobre dicha competencia. Estos son los términos exactos de la ley. Puede haber 

todo un debate entre el titular de la Cartera y el Consejo durante el proceso administrativo 

de la solicitud de amnistía política, pero la decisión final que se publicará en forma de 

                                                           
18  Véase a este respecto: http://justicadetransicao.org/wp-content/uploads/2019/07/Compet%C3%AAncia-

exclusiva-da-CA.pdf. 

http://justicadetransicao.org/wp-content/uploads/2019/07/Compet%C3%AAncia-exclusiva-da-CA.pdf.
http://justicadetransicao.org/wp-content/uploads/2019/07/Compet%C3%AAncia-exclusiva-da-CA.pdf.
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decreto ministerial y, por tanto, firmada (decidida) por quien ostenta la Cartera sólo puede 

basarse en el examen realizado por el Consejo de la Comisión. 

Otra duda que puede surgir: si el Ministro de Estado no está de acuerdo con el 

examen realizado por el Consejo, pronunciado en forma de voto, y desea abrir el debate 

con el Consejo, puede recurrir a otros órganos de la Administración Pública para formular 

sus inquietudes o dudas utilizando dictámenes para interpelar al Consejo de la Comisión. 

La competencia del examen es del Consejo de la Comisión. La competencia de la firma 

y publicación de la Ordenanza corresponde al Ministro de Estado. Si el Ministro no está 

convencido de la corrección del voto del Consejo, puede y debe formular sus preguntas y 

presentar sus argumentos, devolviendo el proceso administrativo al Consejo, pero el 

examen del asunto es competencia exclusiva del Consejo de la Comisión de Amnistía. 

En diciembre de 2008, existía una norma exclusiva para regular los 

procedimientos de forma detallada: la Norma Administrativa nº 2523 de 17 de diciembre 

de 2008 (cuyo art. 1 define su objeto como la aprobación de las Normas de Procedimiento 

de la Comisión de Amnistía, en el formulario adjunto a la Norma Administrativa), que 

establece en su art. 22 

Art. 22. Corresponde al Ministro de Estado de Justicia, una vez recibido el Dictamen 

Conclusivo de la Comisión, reconocer, declarar o rechazar la amnistía de que trata la 

Ley nº 10.559, de 2002, fijando los derechos reconocidos al amnistiado. (subrayado 

nuestro) 

 

En otras palabras, las normas de procedimiento de la Comisión de Amnistía se 

ajustan a la Ley 10.559/02, ya que atribuyen al Consejo de la Comisión la competencia 

exclusiva para emitir el voto de apreciación de la solicitud presentada. El Ministro de 

Estado es responsable de reconocer el voto emitido. Se deduce que en caso de desacuerdo 

el Ministro debe devolver el caso al Consejo con sus preguntas, ya que no tiene autoridad 

legal para examinar la solicitud. 

Una observación muy importante es que la Norma Administrativa nº 2523/08 

nunca fue revocada. En otras palabras, sigue en vigor. Y se trata de una Ordenanza muy 

detallada sobre los procedimientos de examen de las solicitudes por parte de la Comisión 

de Amnistía19. 

                                                           
19 La afrenta al debido proceso legal es tan grande, en este caso de las Normas Procesales, que no sólo 

sigue vigente esa Ordenanza, sino que se informa en un folleto presentado por el propio Ministerio de la 
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Tenemos, por consiguiente, que aquellas medidas que ya habían sido señaladas 

como retrocesos en el proceso de transición, con la utilización de los dictámenes de la 

Conjur por parte de la autoridad competente en ese momento (Ministro de Justicia) para 

firmar las Ordenanzas de amnistía política, y que fueron consideradas como un mal uso 

de la finalidad, se han convertido ahora en algo mucho peor. Está ocurriendo, como se ha 

visto, la supresión del debate del Consejo de la Comisión de Amnistía, único órgano 

competente para valorar las solicitudes de amnistía política, y la usurpación de esta 

competencia por parte del titular de la Cartera para decidir sin el debate previsto en la 

legislación. 

Veamos los pasos de esta reversión: La Ordenanza Nº 376, del 27 de marzo de 

2019, aprobó el nuevo Reglamento Interno de la Comisión de Amnistía. En su artículo 

1º, conceptualiza a la Comisión de Amnistía como un órgano de asistencia al Ministro de 

Estado, perteneciente al Ministerio de la Mujer, la Familia y los Derechos Humanos, y 

cuya finalidad es: I) examinar las solicitudes de amnistía política y asesorar al Ministro 

de Estado en sus decisiones, de acuerdo con la Ley nº 10.559/02; II) mantener el 

Memorial de Amnistía Política de Brasil y su acervo; y III) formular y promover acciones 

y proyectos de reparación y memoria, sin perjuicio de las competencias de otros órganos. 

En resumen, en 2019, con el nuevo gobierno electo, hubo una reforma 

administrativa, que creó el Ministerio de la Mujer, la Familia y los Derechos Humanos, y 

transfirió la Comisión de Amnistía del Ministerio de Justicia y Seguridad Pública a este 

nuevo Ministerio. El Ministro encargado de la Cartera cambió casi por completo la 

composición del Consejo y elaboró un nuevo reglamento interno para la Comisión. 

Antes de entrar en los aspectos intrínsecos de la Ordenanza 376/19, es pertinente 

recordar que el régimen de amnistía política en Brasil surgió inicialmente con la Medida 

Provisional nº 2151, de 31 de mayo de 2001. Dicha MP reguló el artículo 8 del ADCT, y 

fue posteriormente reeditada por las MPs 2151-1, de 28 de junio de 2001, 2151-2, de 27 

de julio de 2001 y reeditada con modificaciones por la MP 2151-3, de 24 de agosto de 

2001. Finalmente, fue revocada por la MP nº 65 de 28 de agosto de 2002, que 

posteriormente se convirtió en la Ley nº 10.559/02.  

                                                           
Mujer, la Familia y los Derechos Humanos, como puede verse en: https://www.gov.br/mdh/pt-

br/navegue-por-temas/comissao-de-anistia-1/anexos/cartilha-informativa_ca-mj_2010.pdf/view. 

https://www.gov.br/mdh/pt-br/navegue-por-temas/comissao-de-anistia-1/anexos/cartilha-informativa_ca-mj_2010.pdf/view
https://www.gov.br/mdh/pt-br/navegue-por-temas/comissao-de-anistia-1/anexos/cartilha-informativa_ca-mj_2010.pdf/view
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Como se ha visto, desde la primera MP se creó la Comisión de Amnistía como 

una Comisión de Estado para cumplir con el mandato constitucional del artículo 8 del 

ADCT, que impone el proceso constitucional de la transición brasileña, a partir de la 

reparación integral. Cabe destacar que existen tres comisiones estatales brasileñas creadas 

para cumplir con la disposición constitucional, a saber: Comisión Especial sobre Muertos 

y Desaparecidos Políticos, Comisión de Amnistía y Comisión Nacional de la Verdad. 

La Comisión de Amnistía "pasó a formar parte permanente de la estructura del 

Estado brasileño en 2002, con la aprobación de la Ley nº 10.559, que reglamentó el 

artículo 8 de la Ley de Disposiciones Constitucionales Transitorias" (BRASIL, 2013, p. 

6).  

Desde el inicio de las actividades de la Comisión de Amnistía, todavía en 2001, 

se promulgó un reglamento interno para marcar las actividades de la Comisión. Hasta el 

año de 2008, los procedimientos de la Comisión de Amnistía también estaban regulados 

por un reglamento interno. 

A lo largo de los años, la Comisión tuvo seis reglamentos internos que perduraran 

hasta 2018: 1) Ordenanza 671, de 21 de agosto de 2001 (Ministerio de Justicia); 2) 

Ordenanza 751, de 3 de julio de 2002 (Ministerio de Justicia); 3) Ordenanza 893, de 25 

de marzo de 2004 (Ministerio de Justicia); 4) Ordenanza 253, de 23 de febrero de 2006 

(Ministerio de Justicia); 5) Ordenanza 1.797, de 30 de octubre de 2007 (Ministerio de 

Justicia); y 6) Ordenanza 29, de 15 de enero de 2018 (Ministerio de Justicia y Seguridad 

Pública). 

En todos estos reglamentos internos hubo previsión de dos instancias de examen 

de las solicitudes de declaración de amnistía política: una primera instancia, denominada 

Cámara en el primer Reglamento Interno y Secciones en los Reglamentos siguientes, 

siempre integrada por un número menor de miembros del Consejo; y una segunda 

instancia, de apelación, denominada Consejo Pleno en todos los reglamentos. Todas las 

personas podían presentar sus pleitos ante la Comisión de Amnistía y, sintiéndose 

insatisfechas con el resultado, podían recurrir por vía administrativa ante el Plenario, 

donde tendrían una nueva oportunidad de presentar sus argumentos y revisar algunos o 

todos los aspectos de la evaluación anterior. El cambio de regimiento realizado en 2019 

es inconstitucional y afecta directamente al debido proceso legal. 
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3.1.2 Contratiempos en las relaciones democráticas 

Otro signo importante para caracterizar la llamada justicia transicional inversa es 

la ruptura explícita declarada por el Presidente de la República en una declaración de 

prensa. Este es un hecho significativo. Hasta este gobierno, todas las rupturas eran 

disimuladas y nunca admitidas. Cuando hubo el golpe de Estado en 1964, la Junta Militar 

se empeñó en afirmar que cumplía la ley y la Constitución de 1946 y que Brasil era un 

país democrático. Cuando el gobierno dejó de ser ejercido por los militares y se eligió un 

presidente civil, la apariencia fue igualmente de continuidad, sin declaraciones explícitas 

de ruptura institucional. 

Con la práctica democrática de la elección directa para los sucesivos presidentes 

de la República, entre los años de 1989 y 2018, aunque hubo rotación de partidos políticos 

y cambios en los proyectos políticos a realizar, no hubo ningún presidente que 

estableciera una línea divisoria rompiendo con todas las tradiciones y mandamientos 

legales para decir: "ahora todo será diferente porque yo llegué al poder y el que manda 

soy yo". Se podría complementar la frase: "y no la ley". Hasta 2019.20  Por primera vez 

la ruptura es explícita, admitida y celebrada por el presidente y sus admiradores. 

Se afirma aquí, pues, que la justicia transicional inversa no es sólo un concepto 

descriptivo de los actuales procesos brasileños de deconstrucción de la memoria, la 

verdad y la reparación. Es, mucho más allá, un proceso para impedir la construcción y 

profundización del Estado Democrático de Derecho en Brasil. No parecen ser acciones 

aleatorias y desincronizadas. Es sistémico, porque hay muchas acciones para subvertir los 

conceptos muy caros a la democracia, como la libertad, por citar un solo ejemplo.  

Es el proyecto de poder que se establece, alimentado por grupos de la sociedad 

civil con poca visibilidad, pero mucha capilaridad, profundamente autoritarios y 

fundamentalistas. Los discursos antisistema que critican las normas establecidas de la 

democracia representativa liberal ganan adeptos cada día, curiosa y desgraciadamente, 

tanto en la derecha como en la izquierda, precisamente porque operan al margen, con 

acciones y propuestas simbólicas que, en rigor, critican el Estado Democrático de 

                                                           
20 De nuevo, esta postura ha sido repetidamente reproducida por la prensa nacional e internacional, como 

puede verse, por ejemplo, en: https://veja.abril.com.br/politica/agora-o-presidente-e-de-direita-diz-

bolsonaro-sobre-trocas-em-comissao/. 

https://veja.abril.com.br/politica/agora-o-presidente-e-de-direita-diz-bolsonaro-sobre-trocas-em-comissao/
https://veja.abril.com.br/politica/agora-o-presidente-e-de-direita-diz-bolsonaro-sobre-trocas-em-comissao/
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Derecho en las bases sobre las que lo hemos construido a lo largo de los dos siglos que 

nos han precedido. 

La situación brasileña es emblemática precisamente porque parecía, hace cinco o 

seis años, que el País avanzaba en dirección a la profundización de las relaciones 

democráticas y que, por fin, sería posible volver a soñar con proyectos de una sociedad 

libre, plural, solidaria y más justa. Y esto sólo se hizo realidad, hay que subrayar, por las 

acciones de cumplimiento de la disposición constitucional de la transición brasileña, es 

decir, por las dimensiones de la justicia transicional. Sin embargo, lo que observamos hoy 

es que esta época parece muy lejana, con algunas décadas de distancia, tal fue la 

degradación de las relaciones tanto políticas como sociales. 

En 2016, tras el impeachment de Dilma Roussef, aún deseando que las relaciones 

democráticas estuvieran en punto muerto y no en crisis, Avritzer (2016: 146) escribió 

Se plantea, por tanto, una cuestión fundamental para los conflictos electorales y 

extraelectorales: la reanudación de un espacio de discusión y tolerancia. No está muy 

claro si Brasil fue capaz de construir la tolerancia y el respeto a la diversidad en estos 

treinta años de democratización, aunque en algunos momentos parece que la pluralidad 

de concepciones y valores políticos estuvo sólidamente presente entre nosotros. Sin 

embargo, también parece claro que esta construcción es insuficiente, ya sea por la forma 

en que se ha producido la disputa política, o por la posibilidad de que la intolerancia migre 

al sistema político y al Poder Judicial. Por desgracia, tenemos pruebas de que esto ya está 

ocurriendo. La bien recibida declaración de voto del diputado Jair Bolsonaro en defensa 

de la tortura enciende el amarillo en relación con la estabilidad de la pluralidad de valores 

en el País. Más grave aún es el hecho de que el apoyo a su candidatura a la presidencia 

está más presente entre las personas con mayores ingresos y educación. Esto significa que 

una parte de la élite brasileña siente una fuerte atracción por un proyecto no 

democrático. La tarea más importante hoy en día, si es que nos dirigimos a una situación 

de crisis o de fuerte impasse democrático, es garantizar que este momento de fuerte 

confrontación ocurra en un clima de la mayor tolerancia posible e intentar restablecer 

un centro político capaz de contener la radicalización de las disputas políticas. Un centro 

político amplio, tan importante en este periodo que terminó con el impeachment, 

estabilizaría la crisis. Este centro debe tratar de establecer acuerdos mínimos en torno a 

los derechos, las garantías individuales y el respeto a las reglas del juego, que son los 

valores fundamentales de la construcción de la democracia en el País. Son estos valores 

los que permitieron los fuertes avances sociales e institucionales en el período 

comprendido entre 1988 y 2013. Es este mínimo procedimental el que permitirá que la 

construcción democrática brasileña no se vea interrumpida por la fortísima disputa 

política y social que, sin duda, tardará mucho tiempo en resolverse. (subrayado nuestro). 

 

Después de casi cinco años de esta previsión, sabemos que no hubo un acuerdo 

mínimo sobre los derechos, las garantías individuales y el respeto a la democracia, y que, 

por el contrario, han prevalecido la radicalización y la intolerancia. Afirmamos, así, que 

uno de los factores más significativos para la crisis que vive la democracia brasileña no 

es sólo la falta de implementación de los ejes de la justicia transicional, sino esta 
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verdadera justicia transicional inversa, que asimila la narrativa de la amnistía como 

olvido, pone en duda la existencia del golpe de Estado de 1964 y naturaliza la destrucción 

y la muerte como forma de purificar la sociedad brasileña. 

En resumen, la justicia transicional inversa está instalada y activa en Brasil y es 

un obstáculo insuperable para la construcción del Estado Democrático de Derecho tan 

soñado y celebrado en aquel lejano 5 de octubre de 1988. 

 

3.2 Una especulación 

El proceso de transición en Brasil está consagrado en la Constitución Federal. 

Debe cumplirse en su totalidad. Existe una legislación infraconstitucional que orienta 

todas las acciones que deben implementar los poderes públicos para que el País se 

convierta en un Estado Democrático de Derecho. El rechazo en esta implementación 

significa también el rechazo a la construcción de un Estado Democrático de Derecho. De 

ahí el peligro de la justicia transicional inversa que estamos viviendo. 

Muchas controversias sobre cuestiones relacionadas con el proceso de transición 

acaban desperdiciando importantes energías en la reafirmación de los presupuestos 

consensuales y en los esfuerzos por construir nuevos consensos para consolidar la 

democracia como un valor indiscutible en Brasil. Los presupuestos consensuales son que 

hubo un golpe de Estado en 1964; que no es deseable un estado de excepción; que son 

deseables y se propugnan relaciones más democráticas, justas, solidarias, plurales e 

inclusivas en el orden constitucional; y, finalmente, que deben cumplirse los mandatos 

constitucionales. 

Especulase aquí, todavía, que este proceso de transición inversa, más allá de las 

consecuencias nefastas para la construcción de un Brasil democrático, plural, diverso, 

solidario y más justo, es útil a un proyecto mayor, porque subordina las concepciones de 

libertad y derechos humanos a una perspectiva religiosa fundamentalista, que parece estar 

siendo engendrada por grupos religiosos que, hace mucho tiempo, ocupan espacios de 

poder y que ahora desarrollan acciones supuestamente periféricas, tal vez para configurar 

alguna forma de teocracia. 

Como se ha dicho, esto es sólo una elucubración acerca de una posible 

consecuencia de la justicia transicional inversa. Y es que, al no cumplir con el mandato 
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constitucional de la transición, ya se está atacando el fundamento de la garantía de los 

derechos, es decir, se sustituye la garantía de los derechos humanos como valor 

constitucional por una supuesta garantía de libertad en un sentido muy particular 

(fundamentalista religioso) de libertad. En otras palabras, toda la aspiración de libertad y 

garantía de los derechos fundamentales presente en el proceso constituyente se interpreta 

ahora de manera diferente, es decir, subordinada a los llamados valores de la supuesta 

familia cristiana tradicional brasileña, que podrían estar contenidos en los fundamentos 

de la teocracia constitucional establecida por Hirschl (2010: 3): 

El modelo ideal de una teocracia constitucional puede sintetizarse esbozando cuatro 

elementos acumulativos principales: (1) la adhesión a algunos o todos los elementos 

centrales del constitucionalismo moderno, incluyendo la distinción formal entre la 

autoridad política y la religiosa y la existencia de alguna forma de revisión judicial activa; 

(2) la presencia de una única religión o denominación religiosa que es formalmente 

respaldada por el estado, pareciendo ser una "religión de estado" (3) la consagración 

constitucional de la religión y sus textos, directivas e interpretaciones como una o la 

fuente primaria de legislación e interpretación judicial de las leyes - esencialmente, las 

leyes no pueden infringir los mandatos de la religión avalada por el Estado; y (4) un nexo 

entre los organismos religiosos y los tribunales que a menudo no sólo tienen un enorme 

peso simbólico, sino que también poseen el estatus de jurisdicción oficial concedida sobre 

una base regional o sustantiva y que opera en lugar de, o en incómoda colaboración 

conjunta con, el sistema de justicia civil. (traducción libre) 

 

A modo de especulación lo que se afirma aquí es que no se está cumpliendo el 

mandato constitucional de transición al Estado de Derecho democrático, lo que significa 

que se está recorriendo el camino de vuelta al autoritarismo. Ese cumplimiento comenzó 

en el año de 1995, con la creación de la Comisión Especial de Muertos y Desaparecidos 

Políticos y avanzó hasta mediados de la década de 2010, pero luego comenzó a sufrir 

retrocesos, configurando lo que aquí se ha llamado justicia transicional inversa. 

Pero más allá de eso, se especula si no es a propósito 1) la creación de un 

Ministerio que reúne las palabras "Mujer" y "Familia" con la expresión "Derechos 

Humanos" para buscar reformular las propias concepciones de familia y derechos 

humanos de acuerdo a una perspectiva neopetencostal; y 2) casualmente en este nuevo 

Ministerio se asignan las Comisiones del Estado que deberían promover la justicia 

transicional, al menos en los aspectos de memoria, verdad y reparación, por lo que exista 

un control total para la descalificación de estas mismas Comisiones. 

En otras palabras, si sólo a través de los mecanismos de la justicia transicional es 

posible vislumbrar la construcción del Estado Democrático de Derecho; si dicho Estado 

presupone el respeto a los derechos humanos y también el respeto al Estado laico; si uno 



 

66 

de los requisitos del Estado Democrático de Derecho es el respeto a las minorías, incluidas 

las religiosas, además de la diversidad y la pluralidad; y si las dimensiones de la justicia 

transicional han comenzado a aplicarse, pero han sufrido retrocesos hasta el punto de que 

hoy han quedado completamente desfiguradas y desmanteladas, quizá exista, de hecho, 

un proyecto de poder que, además de poner en riesgo el respeto a los derechos humanos, 

afecta a la secularización del Estado y al respeto a las minorías, incluidas las religiosas. 

Hirschl afirma que la única manera de controlar los Estados con este tipo de proyecto de 

poder político sería transformar la teocracia pura y dura en una teocracia constitucional. 

Pero, aún así, una teocracia. 

Las estrategias de la ministra Damares21 y del actual gobierno pueden tener 

sentido dentro de un panorama más amplio, no sólo de deconstrucción de la transición, 

sino del intento de construir algo parecido al modelo descrito por Hirschl, ya que el punto 

1 está presente en Brasil; el punto 2 también puede encontrarse, incluso en el propio lema 

de la Presidencia de la República "Brasil encima de todo; Dios encima de todos"; el punto 

3 se ha visto de forma cada vez más recurrente, como en los episodios de la custodia de 

la niña que se sometió a un rito de iniciación en una religión de matriz africana o de otra 

niña que necesitó cambiar de unidad federativa para practicarse un aborto legal tras ser 

violada por su tío, ya que las autoridades del estado de Espírito Santo se negaron a 

realizarlo;22 y sólo el punto 4 no existe en Brasil. Sin embargo, cada vez hay más 

referencias religiosas cristianas, o de una determinada versión del cristianismo, en las 

decisiones judiciales. Además del criterio utilizado explícitamente por el Presidente de la 

República de su próximo nombramiento en el STF de alguien "terriblemente evangélico", 

su exMinistro André Mendonça, pastor presbiteriano, cuya aprobación por el Senado 

Federal tuvo lugar durante los días en que se ultimaba este libro. 

En síntesis, la justicia transicional inversa, si sigue prosperando, puede llevar no 

sólo al desmantelamiento del Estado Democrático de Derecho en Brasil, sino, quién sabe, 

a la construcción de un modelo de Estado similar a una teocracia, que representa el 

oscurantismo aliado al autoritarismo, bajo una dirección fundamentalista neopentecostal. 

                                                           
21   Por cierto, consulte el programa de Gregório Duvivier con este tema en: 

https://www.youtube.com/watch?v=Tzsjn2JomJU. 
22   Véase, en el primer caso https://noticias.uol.com.br/cotidiano/ultimas-noticias/2020/08/07/mae-perde-

guarda-da-filha-apos-jovem-participar-de-ritual-do-candomble.htm y en el segundo 

https://www1.folha.uol.com.br/cotidiano/2020/08/crianca-que-engravidou-apos-ser-estuprada-no-es-

passa-bem-depois-de-aborto-legal.shtml. 

https://www.youtube.com/watch?v=Tzsjn2JomJU.
https://noticias.uol.com.br/cotidiano/ultimas-noticias/2020/08/07/mae-perde-guarda-da-filha-apos-jovem-participar-de-ritual-do-candomble.htm
https://noticias.uol.com.br/cotidiano/ultimas-noticias/2020/08/07/mae-perde-guarda-da-filha-apos-jovem-participar-de-ritual-do-candomble.htm
https://www1.folha.uol.com.br/cotidiano/2020/08/crianca-que-engravidou-apos-ser-estuprada-no-es-passa-bem-depois-de-aborto-legal.shtml.
https://www1.folha.uol.com.br/cotidiano/2020/08/crianca-que-engravidou-apos-ser-estuprada-no-es-passa-bem-depois-de-aborto-legal.shtml.
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Es urgente que se retomen los mecanismos de justicia transicional y que se vuelva 

a alimentar el deseo de construcción de un Estado Democrático de Derecho en Brasil. 
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CONCLUSIÓN 

 

 Este trabajo tuvo como objetivo reflexionar sobre el proceso de transición 

brasileño, comenzando en 1979, con la Ley de Amnistía Política (Ley 6.683), y 

avanzando a lo largo de los años hasta la parte final del año 2021, bajo el gobierno del 

presidente Jair Bolsonaro. 

 Buscamos demostrar como es posible y deseable implementar la rendición de 

cuentas, incluso en el ámbito penal, de los violadores de derechos humanos durante la 

dictadura, ya que los argumentos habitualmente presentados de prescripción penal o 

amnistía son falacias que sólo prosperan por la sumisión a la narrativa establecida 

contraria a la verdad de los hechos, pero aún hegemónica en Brasil. 

 También señalamos el deseo de la sociedad brasileña de una reconciliación 

nacional, que sólo será factible cuando se apliquen definitivamente los mecanismos de 

memoria/verdad, reparación y justicia. Vimos que hubo avances muy importantes, pero 

que están siendo sistemáticamente destruidos, especialmente por el actual gobierno 

federal, que niega los horrores de la dictadura; por el contrario, elogia a los torturadores 

como héroes nacionales y proclama que en Brasil no hubo estado de excepción ni 

persecución política de ningún ciudadano, sino sólo y únicamente el cumplimiento de las 

leyes y el inicio de una "limpieza" de grupos de personas no deseadas, que ni siquiera 

deberían llamarse seres humanos. 

 La confianza de la sociedad en el Estado brasileño es cada vez menor, debido a la 

justicia transicional inversa, como se describe en el capítulo 3, y el nivel de intolerancia 

en las relaciones sociales revela el desgaste de las normas mínimas de civismo. 

 Lo que está en riesgo en el Brasil de 2021 es el propio Estado de Derecho 

democrático. El ambiente de desánimo, desconfianza y falta de perspectiva no es un 

entorno saludable para las elecciones generales que tendrán lugar el próximo año, 2022. 

Siguen siendo producidas graves violaciones de los derechos humanos, que se han 

agravado en el periodo pandémico de COVID-19. 

 Es posible reconstruir la esperanza. Es posible reconstruir la expectativa de un 

Estado de Derecho democrático. Pero para que esto ocurra, es imprescindible conocer y 
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aplicar el proceso de transición en Brasil. Que este libro sirva de subsidio para ello, y que 

el miedo y la desesperanza no superen el deseo y la acción por mejores días. 
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